BOLETIN Nº  1510-07



INFORME DE LA COMISION DE CONSTITUCION, LEGISLACION, JUSTICIA Y REGLAMENTO  recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre probidad administrativa de los órganos de la Administración del Estado.







HONORABLE SENADO: 





			Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros acerca del proyecto de ley del rubro, que se halla en segundo trámite constitucional y se inició en un mensaje del Presidente de la República.



			A las sesiones en que se trató este proyecto asistieron, además de los miembros de la Comisión, los HH. Senadores señores Sergio Diez Urzúa y Vicente Huerta Celis; el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don Juan Villarzú Rohde; el Presidente de la Corte Suprema, don Servando Jordán López; el Contralor General de la República, don Arturo Aylwin Azócar; el señor Genaro Arriagada Herrera; el Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, don Raúl de la Puente; los asesores del Ministerio ya citado, señores Rolando Pantoja y Rodrigo Medina, y los consultores del Instituto Libertad y Desarrollo, señores Pablo Kangiser y Claudio Osorio. 



- - - - - -



			En cumplimiento de lo que ordena el artículo 40 del Reglamento del Senado, y conforme a lo preceptuado por el artículo 63 de la Constitución Política de la República, cabe señalar que para la aprobación de los artículos 1º, 2º, 3º y 7º del proyecto en informe se necesita el quórum de cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, puesto que contienen modificaciones a algunas leyes orgánicas constitucionales.



- - - - - - - 



			El proyecto se propone establecer un cuerpo normativo que fije un marco general y uniforme al principio de probidad administrativa, al cual deben ajustar su actuación las autoridades y los funcionarios de la Administración del Estado.



			Sus objetivos, a la luz del mensaje y de los acuerdos adoptados por la Cámara de Diputados, son los siguientes:



a) dar sustento legal al principio de probidad administrativa, incorporándolo y desarrollándolo en forma sistemática y coherente, en diversos textos;



b) incorporar al ámbito administrativo las figuras de tráfico de influencias y uso indebido de información privilegiada;



c) perfeccionar el régimen de incompatibilidades por conflicto de intereses, entre la función pública y la actividad privada;



d) establecer la obligatoriedad para determinadas autoridades y funcionarios de hacer declaraciones juradas de patrimonio, actividades e intereses, y



e) regular la incorporación de ex funcionarios públicos al sector privado.



			Al iniciarse el segundo trámite constitucional, la Comisión recabó informes acerca del proyecto a la Contraloría General de la República, la Asociación Chilena de Municipalidades, el Instituto de Ciencias Penales y los auditores de las Fuerzas Armadas y de las de Orden y Seguridad. Las respuestas recibidas fueron tenidas a la vista durante el estudio de este informe.







DISCUSION GENERAL



			El ex Ministro Secretario General de la Presidencia señor Genaro Arriagada y el asesor del Gobierno señor Rolando Pantoja, expusieron en síntesis lo que sigue.



			El problema de la corrupción en la administración pública está sobredimensionado en Chile, como una reacción ante situaciones de esa índole que ocurren en otros países. 



			Si bien en este aspecto nuestra posición no es grave, la política contra la corrupción debe ser oportuna y concebida y tratada como un asunto de Estado.



			Los principales focos generadores de venalidad son la falta de transparencia del financiamiento de la actividad política y el soborno practicado por algunas grandes empresas.



			El proyecto, que en su origen estuvo conformado como un cuerpo normativo autónomo, específico sobre probidad, viene a concretar en el ámbito jurídico algunas de las conclusiones de la Comisión Nacional de Etica Pública creada por el Gobierno �. 



			Junto con la presente iniciativa se presentó otra, sobre acceso a la información administrativa �, que está pendiente en la Cámara de Diputados. Ese proyecto intenta revertir la tendencia natural al secreto y a la discreción de la Administración del Estado. Como es obvio, los principios de publicidad y transparencia reconocen como límites las garantías personales que asegura la Constitución y la seguridad nacional.



			En el trámite en la Cámara de origen, a instancias de los parlamentarios, se reemplazó el código de probidad inicialmente propuesto por el Ejecutivo, por un texto que introduce diversas modificaciones a la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, Nº 18.575, así como a otras leyes relacionadas con el personal del sector público.



			La presente iniciativa regula la situación de los funcionarios directivos de la Administración y se basa en el criterio de separar la función pública de la actividad privada, entendiendo que aquélla debe ceñirse a requisitos y exigencias éticas más rigurosas que ésta.



			Se evitó deliberadamente incluir en sus normas a los Poderes Legislativo y Judicial, porque el Ejecutivo es de opinión que la iniciativa en esos ámbitos corresponde a quienes integran las Cámaras del Congreso Nacional y a los magistrados y jueces, respectivamente, los cuales pueden establecer normas sobre probidad en uso de sus atribuciones autorregulatorias: acuerdos y reglamentos internos de las cámaras y autos acordados, según el caso.



			Son puntos claves del proyecto las declaraciones de patrimonio y de intereses, como medidas de control, la consagración explícita de algunas inhabilidades y la incorporación de los ilícitos de tráfico de influencia y de aprovechamiento de información privilegiada. En la misma línea apuntaban las restricciones en materia de migración de funcionarios públicos hacia el sector privado, las que fueron eliminadas en la Cámara de Diputados.



			El Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, señor Raúl de la Puente, informó que esa entidad gremial apoya la iniciativa en informe, porque entiende que ella propicia, entre otros objetivos, algunos que son ampliamente compartidos por sus afiliados, cuales son la profesionalización de la Administración y una gestión eficiente, eficaz, participativa y democrática de los servicios.



			Explicó que el promedio de los funcionarios públicos tiene 42 años de edad y 16 años de desempeño, lo que demuestra en auténtica vocación por el servicio público. Además, la probidad de los funcionarios es la regla general y motivo de justificado orgullo. 



			Llamó al legislador a apegarse al principio de igualdad ante la ley cuando estudie las normas sobre probidad y corrupción, ya que estos no son problemas exclusivos de los funcionarios públicos, sino que involucran también al mundo privado y al ámbito político, quienes interactúan permanentemente con los servidores de la Administración del Estado. Para atacar la enfermedad y no sus síntomas es necesario castigar también a quienes corrompen e incentivar a los empleados públicos, no sólo mediante el mejoramiento de sus remuneraciones y beneficios, sino consignando en su estatuto jurídico los derechos que les corresponden, además de los deberes, obligaciones, inhabilidades, incompatibilidades, sanciones y prohibiciones.



			Los miembros de vuestra Comisión declararon estar a favor de legislar sobre las materias que aborda el proyecto, sin perjuicio de sus reservas sobre algunos puntos, que harían valer durante la discusión particular y también en el segundo informe.



			El H. Senador señor Fernández manifestó que preferiría una iniciativa que en lugar de encarar los aspectos negativos del problema de la corrupción pusiera el énfasis en medidas positivas que se pueden adoptar, como por ejemplo, dignificar la función pública y estimular la probidad mediante incentivos adecuados y oportunos.



			Aseveró que las declaraciones que se exigirán a los funcionarios y autoridades de la Administración del Estado no son herramientas eficaces para combatir la venalidad y probablemente tampoco son aptas para reflejar apropiadamente los incrementos en el patrimonio de las personas que pudieran ser indicios del vicio que se procura prevenir y erradicar. 



			Concluyó que será necesario fijar el límite de este proyecto, tanto respecto de la descripción de conductas ilícitas, diferenciando lo administrativo de lo penal, como acerca de los sujetos a quienes se impondrá el deber de probidad.



			El H. Senador señor Larraín expresó que no se debe constituir al funcionario público en una suerte de ciudadano de segunda categoría, por la vía de imponerle restricciones y exigencias excepcionales.



			La existencia de casi una decena de proyectos sobre este tema revela que la cuestión de la corrupción está variando cualitativamente y, si bien es cierto que en nuestro país no ha alcanzado aún proporciones importantes, resulta oportuno que el legislador intervenga en lo que le es propio, para contribuir a paliar sus efectos y prevenir su expansión. 



			Advirtió también que el asunto ofrece dos facetas: la de quien envicia a otro y la de quien se deja seducir por aquél.



			El H. Senador señor Otero manifestó que el proyecto establece una nueva carga para quienes ocupan o aspiran a ocupar empleos públicos. Esto, sumado a las bajas remuneraciones, puede terminar por ahuyentar a los posibles interesados en prestar estos servicios.



			Se declaró partidario de fijar en esta materia límites claros y sancionar drásticamente a quienes los transgredan, tanto a quienes corrompen como a quienes aceptan ser corrompidos, en lugar de las medidas preventivas engorrosas y de dudosa eficacia que se proponen en el proyecto. La corrupción auténtica y significativa no se detecta con las declaraciones que se exigirían a los funcionarios y autoridades, sino con un control más efectivo del Servicio de Impuestos Internos.



			En otro orden de cosas, su Señoría advirtió que las normas del Título relativo a la probidad que se contienen en el artículo 2º del proyecto restringen la libertad individual, lo que amerita un examen cuidadoso de las mismas.



			Señaló que excluir a los parlamentarios y los jueces de las disposiciones sobre probidad es una señal errónea, que será criticada por la opinión pública.



			El H. Senador señor Sule coincidió en que legislar para combatir la corrupción ofrece una dificultad particular al momento de dimensionar y valorar los efectos que en la ciudadanía y en los funcionarios y autoridades pueden causar las normas que se establezcan, lo mismo que aquellas que resulten omitidas. 



			Empero, señaló, la existencia de este proyecto de ley simboliza convenientemente el interés del Estado por encarar la amenaza de un mal que se cierne en forma incipiente sobre las instituciones nacionales, y su sola tramitación surte desde luego un efecto disuasivo. Añadió que los preceptos del proyecto contienen un conjunto de normas convenientes y necesarias para hacer realidad algunas de las metas propuestas por la Comisión Nacional de Etica Pública, sin perjuicio de ser perfectible, como toda obra humana.



			Por otra parte, añadió su Señoría, el proyecto brinda el marco y la oportunidad para promover un debate amplio acerca de la corrupción, no sólo en la Administración del Estado sino en la sociedad toda.



			La Comisión, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín, Otero y Sule, aprobó en general el proyecto. (4 x 0)



- - - - - -





DISCUSION PARTICULAR



			En la discusión particular se tuvo a la vista un documento preparado por los profesores señores Rolando Pantoja y Pablo Kangiser, que constituyó un aporte significativo en algunos puntos especializados de Derecho Administrativo.



			En la descripción del debate y los acuerdos habidos nos ceñiremos al siguiente criterio general: reseña del precepto propuesto por la Cámara de Diputados y síntesis de las normas vigentes, en su caso; explicación del sentido y alcance de la modificación propuesta, y la votación y sus fundamentos. El orden en que son tratados estos acápites varía de un caso a otro. 



			Sin embargo, al tratar el nuevo título que el artículo 2º del proyecto agrega a la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, nos circunscribiremos a los preceptos aprobados por la Comisión, sin perjuicio de hacer referencia a algunas normas del texto de la Cámara de Diputados que no son recogidas en nuestra proposición, cuando la claridad de la explicación así lo requiere.



ARTICULO 1º



			Está conformado por 12 números que contienen enmiendas a la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, a la que en adelante aludiremos también como "Ley de Bases".



			La ley Nº 18.575 se divide en tres títulos. El Título I, sobre Normas Generales, comprende los artículos 1º a 17, que consagran una definición amplia de Administración del Estado y sientan ciertos principios jurídico administrativos. El Título II, denominado Normas Especiales, se divide en un Párrafo 1º, del artículo 18 al 44, que incluye una definición restringida de Administración del Estado y normas relativas a la organización básica y funcionamiento de los entes que la integran, y un Párrafo 2º, relativo a la carrera funcionaria, que abarca del artículo 45 al 53. El Título Final, que contiene disposiciones derogatorias y reguladoras de la vigencia de la ley, está compuesto por el artículo 54 y el Artículo Final. Hay, además, dos artículos transitorios.



			A continuación analizaremos uno a uno los números que conforman el artículo 1º del proyecto de ley en informe, que en el texto que proponemos pasan a ser 14.



Número 1



			Intercala en el inciso segundo del artículo 1º de la Ley de Bases la expresión "los Gobiernos Regionales".  



			El inciso citado es el que consagra la referida definición amplia de Administración del Estado, válida para los efectos del Título I de la ley, y dispone que ella estará constituida por los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, incluidos la Contraloría General de la República, el Banco Central, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, las Municipalidades y las empresas públicas creadas por ley.



			Conviene tener presente que el Tribunal Constitucional, en su fallo acerca de la ley Nº 18.575 �, hizo sinónimas las expresiones Administración Pública y Administración del Estado.



			La modificación propuesta actualiza el texto de la Ley de Bases para armonizarla con la reforma constitucional introducida mediante la ley Nº 19.097, que creó los gobiernos regionales, personas jurídicas de derecho público y con patrimonio propio, constituidos por el intendente y el consejo regional; la ley aludida definió a los gobiernos regionales como organismos descentralizados y radicó en ellos la función de administrar la región.



			En efecto, los gobiernos regionales no son de aquellos servicios públicos definidos en el artículo 25 de la Ley de Bases, porque no están subordinados ni vinculados directamente al Presidente de la República, tienen un tratamiento presupuestario especial y su autoridad superior es un cuerpo colegiado de personas elegidas, no nombradas, que por lo general no están afectas a los preceptos del Estatuto Administrativo.



			A raíz de la mención que los artículos 1º y 18 de la Ley de Bases hace de las empresas públicas, el H. Senador señor Otero consultó si la intención del Ejecutivo es dejar excluidas de las normas sobre probidad administrativa a las personas que integren o actúen en empresas en que el Estado tiene una participación importante, pero que no son de aquellas a que se refiere la ley �Nº 18.575.



			Se tuvo presente que hasta la entrada en vigencia de la Constitución de 1980 las empresas públicas del Estado creadas por ley fueron consideradas servicios públicos descentralizados. A partir de entonces, ellas comienzan a ser organizadas o transformadas en empresas privadas del Estado, sujetas al derecho común, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 19, número 21º, de la Constitución Política de la República, que establece que el Estado y sus organismos podrán desarrollar actividades empresariales o participar en ellas sólo si una ley de quórum calificado los autoriza, y que, en tal caso, esas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivos justificados establezca una ley, también de quórum calificado.



			En consecuencia, las empresas del Estado organizadas como sociedades y regidas por el derecho privado están excluidas de las disposiciones de este proyecto, porque no forman parte de la Administración del Estado. 



			Finalmente, se acordó sustituir la referencia que hace la norma a "las empresas públicas creadas por ley", por otra a "las empresas del Estado sometidas excepcionalmente al régimen público administrativo regulado por el artículo 19, número 21º, de la Constitución Política de la República".



			Con ello se aclara que la Ley de Bases comprende tanto las empresas públicas creadas por ley antes de la fecha de entrada en vigor de la Constitución de 1980, como las que lo han sido a partir de entonces, sujetas excepcionalmente a normas diferentes a la legislación común aplicable a la actividad de que se trate. Las otras, esto es, aquellas que una ley de quórum calificado autorice, sometidas a la legislación común, no forman parte de la Administración del Estado, si bien más adelante se incorpora un precepto que estatuye para sus directivos ciertas obligaciones vinculadas con el deber de probidad.

 

			Las enmiendas a este número se aprobaron por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero, Sule y Urenda.



Número 2



			Reemplaza el artículo 3º de la Ley de Bases, que se refiere a los fines de la Administración del Estado y a los principios que ella deberá observar en su acción. El texto propuesto en el proyecto consta de tres incisos.



			En cuanto a los fines, el texto vigente dispone que la Administración del Estado estará al servicio de la comunidad, atendiendo a las necesidades públicas en forma continua y permanente.



			En cuanto a los principios informadores de la actividad de la Administración del Estado, el inciso segundo del artículo 3º de la ley Nº 18.575 estatuye que, en su actuar, ella deberá garantizar la adecuada autonomía de los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos y el respeto del derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica, en conformidad con la Constitución y las leyes.  



			El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite incorpora al artículo 3º de la ley Nº 18.575 las ideas de que la Administración del Estado está al servicio de la persona humana y de que el desarrollo es el medio para promover el bien común. Acota que el fomento de este último se concreta, fundamentalmente, en los planes, programas y acciones de desarrollo ejecutados a distintos niveles geográficos y administrativos.



			Enuncia, además, los principios que la Administración deberá observar en su acción: probidad, transparencia, eficiencia y eficacia, responsabilidad, coordinación, impugnabilidad y control, enumerando aquellos que la misma ley define en los artículos 4º a 11, salvo los de probidad y transparencia, que son regulados por el nuevo Título III de la misma Ley, que se incorpora a ella en virtud de este proyecto. 



			Concluye el proyecto de la Cámara, en el inciso final de la norma propuesta, indicando que el principio de probidad administrativa se regirá por las normas del citado Título III.



			El H. Senador señor Fernández señaló que, a su juicio, el artículo propuesto, que desarrolla en parte el artículo 1º de la Carta Fundamental, confunde el Estado con la Administración del Estado y, en ese entendido, es inconveniente. Por otro lado, dijo, la norma aparece limitando la finalidad del Estado tal como está concebida en el inciso cuarto del artículo 1º de la Constitución Política, porque restringe al mero ejercicio de acciones de desarrollo un objetivo que ha sido definido en términos más amplios, como es la creación de condiciones sociales aptas para que los integrantes de la comunidad nacional alcancen la mayor realización espiritual y material posible,.



			Se hizo presente, en sentido contrario, que el artículo 3º en comento especifica, para la Administración del Estado, la responsabilidad que le compete en la consecución del bien común. El acento se coloca en la persona humana y no en la comunidad, que es un concepto excesivamente abstracto. 



			En este aspecto, se sostuvo que el proyecto adopta una concepción más moderna de función administrativa, que es la misma que se consigna en el primer informe de las Comisiones Unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, recaído en el proyecto de reforma constitucional, sobre Gobierno y Administración Regional y Provincial y Administración Comunal, Boletín Nº 357-06, pág. 88, en los siguientes términos: "la función administrativa supone un conjunto de atribuciones que se orientan, más bien, a la aplicación de las normas legales y decretales para la consecución  de los objetivos del poder público en materia de desarrollo y funcionamiento de los servicios públicos".



			El H. Senador señor Otero manifestó que le parecía inadecuado acotar las actividades de la Administración del Estado sólo a aquellas que promuevan el desarrollo, porque hay otras que no lo hacen y, sin embargo, satisfacen necesidades públicas.



			En relación con el inciso primero, los HH. Senadores señores Hamilton Otero hicieron teroO hicieron indicación para refundir su contenido con el del precepto vigente, de manera de rescatar el concepto de que la Administración debe atender las necesidades públicas en forma continua y permanente, y para precisar que sus acciones no tienen necesaria y exclusivamente por resultado el desarrollo, en los tres niveles señalados en la norma, sino que solamente lo fomentan.



			El artículo que aprobó la Comisión reordena los conceptos. Así, mantiene el de una Administración del Estado consagrada al servicio de la persona humana y cuya finalidad es promover el bien común. Acto seguido enuncia las actividades encaminadas a alcanzar tales propósitos, como son la atención de las necesidades públicas en forma continua y permanente y el fomento del desarrollo del país, mediante el ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, especialmente a través de la aprobación, ejecución y control de políticas, planes, programas y acciones de alcance nacional, regional y local; con ello se hace referencia, por una parte, a las formas de actuar y, por otra parte, a los tres niveles en que está organizado el ejercicio de la función administrativa en la Constitución Política de la República.



			Además, se eliminó del texto la palabra "fundamentalmente", porque puede inducir a error, en el sentido de que permitiría entender que hay ciertos medios para promover el bien común que la ley coloca en un primer plano, al calificarlos de fundamentales, en desmedro de otros, que quedarían situados en un segundo plano, distingo que la Constitución no hace.



			El inciso tercero del artículo 3º contenido en este numeral, que dispone que el principio de probidad se regirá por las normas del Título III de la Ley de Bases, fue rechazado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero, quienes tuvieron presente para ello que dicho principio está regido también por otras normas, tales como algunos preceptos del Código Penal que castigan conductas ilícitas que lo infringen.



			La Comisión,  por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero,  Sule y Urenda, aprobó este número con las modificaciones señaladas y otras menores, de índole formal. 



			De igual modo, a proposición de los HH. Senadores señores Hamilton Y Larraín, acordó dejar constancia de que la autonomía de los grupos intermedios no debe ser reconocida ni garantizada con matices, que pueden dar la idea de conveniencia, proporcionalidad u oportunidad. Por eso se eliminó el adjetivo "adecuada" que en el texto de la Cámara de Diputados califica al sustantivo autonomía y se lo reemplazó por el vocablo "debida", a indicación del H. Senador señor Otero.



Número 3



			Modifica el artículo 4º de la Ley de Bases, que se refiere a la responsabilidad por los daños que causen los órganos de la Administración en el ejercicio de sus funciones, sin perjuicio de la que pudiere afectar al funcionario que los hubiere ocasionado.



			El proyecto de la Cámara de Diputados reemplaza al sujeto pasivo de esta responsabilidad extracontractual, que actualmente es el Estado, por la Administración del Estado.



			El H. Senador señor Otero hizo presente que la sustitución propuesta es muy delicada, porque podría debilitar el principio de que el Estado no puede excusar su responsabilidad por actos u omisiones de sus funcionarios que hubieren causado daños, lo mismo que otras personas jurídicas administrativas tampoco pueden hacerlo, por acciones o abstenciones de los suyos que hubieren tenido similares efectos. Agregó que ha costado mucho imponer esta tesis en el ámbito de la jurisprudencia y sólo se ha logrado consolidarla mediante la modificación que la ley Nº 18.882 introdujo al artículo 752 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto a la forma de cumplir las sentencias contra el Fisco. Señaló su Señoría que aspiraba a lograr una redacción muy precisa de la  norma, para evitar que se produzca una regresión jurídica en este campo.



			Respecto del mismo punto se explicó a la Comisión que la modificación propuesta se ciñe a la terminología del inciso segundo del artículo 38 de la Constitución Política de la República, y que el texto vigente de la Ley de Bases presenta una debilidad, pues en la doctrina administrativa nacional no está definitivamente asentado el sentido de la expresión "órganos de la Administración", que emplea también el artículo 44 de la ley Nº 18.575. Se señaló, por vía de ejemplo, que con la disposición del artículo 4º actual el Fisco podría ser considerado responsable por hechos de las municipalidades que, sin embargo, la Constitución ha definido como corporaciones autónomas, con personalidad jurídica y patrimonio propios.



			Lo que pretende el proyecto en esta materia es precisar que quien responde por los efectos dañosos causados por un funcionario en ejercicio de su cargo es la persona jurídica de la cual él es dependiente, o bien el Fisco, si el órgano o servicio de que se trate no está dotado de personalidad jurídica propia.



			Para plantear esta modificación se tuvo también a la vista la opinión expresada por la Contraloría General de la República, en el sentido que "La responsabilidad consiste en que alguien -persona natural o jurídica- asuma la consecuencia de su conducta, o la de otro y aun la que resulte del comportamiento de sus cosas (de animales, por ejemplo). Por lo tanto, son responsables las personas y la Administración del Estado no es persona jurídica. En cambio, sí lo es la Nación o el Fisco -artículo 547, inciso 2º, del Código Civil -.". El organismo contralor recomendó precisar que la responsabilidad por daños causados en ejercicio de funciones administrativas quedará radicada en el Fisco o en las personas jurídicas administrativas.



			La Comisión aprobó una nueva redacción para el artículo 4º que se desea sustituir en la Ley de Bases, acorde con las ideas arriba consignadas, reemplazando su frase inicial por la siguiente: "El Estado y los organismos del sector público con personalidad jurídica que lesionen derechos de particulares estarán afectos a responsabilidad patrimonial por los daños que causen".



			El acuerdo se adoptó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.

 

Números 4, 5 y 6



			Introducen enmiendas a los artículos 5º, 7º y 8º de la Ley de Bases, con la exclusiva finalidad de reordenar los principios que ellos consagran, que pueden ser mejor organizados.



			En tal sentido, se reserva el artículo 5º para consagrar dos principios administrativos, como son la eficiencia y la idoneidad, entendidas, la primera, como buen manejo de los recursos públicos y, la segunda, como aptitud para obtener los fines perseguidos. 



			La Comisión añadió una frase que impone, tanto a las autoridades  cuanto a los funcionarios de la Administración del Estado, la obligación de velar por el debido cumplimiento de la función pública.



			Enseguida, se erradica del mismo artículo 5º la alusión a la simplificación y rapidez de los trámites, para ubicarla entre las disposiciones del artículo 8º.



			Del artículo 7º se suprimen las frases finales, referentes al deber de probidad funcionaria, pues el proyecto lo desarrolla en un Título nuevo, como se verá más adelante.



			La Comisión, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero, aprobó estos tres números, con algunas modificaciones. 



			En el número 4 resolvió reemplazar, a indicación del H. Senador señor Fernández, la expresión "recursos públicos", que usualmente se asocia únicamente a los medios económicos, por una palabra comprehensiva de los elementos humano, material y financiero.



			A indicación del H. Senador señor Otero agregó al final una frase alusiva al debido cumplimiento de la función pública.



			Sustituyó el número 6 únicamente para enmendar su redacción, sin alterar el contenido sustantivo del mismo.



- - - - - - -



			Por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule, se resolvió incorporar a la ley Nº 18.575 un artículo 8º bis, nuevo. Está contenido en el número 7 del artículo 1º del proyecto que proponemos al final de este informe.



			El nuevo precepto fija algunas reglas básicas para la celebración de contratos administrativos. En tal sentido, ordena, como regla general, realizar propuestas públicas previas, en las que los oferentes competirán según el principio de la libre concurrencia y tendrán un tratamiento igualitario en las bases respectivas. En forma excepcional, mediante resolución fundada, se podrá convocar a propuesta privada o recurrir al trato directo.



- - - - - - -



			Enseguida, la Comisión acordó trasladar las disposiciones contenidas en el artículo 56 que el proyecto agregaría a la Ley de Bases, relativas a la publicidad de las actuaciones de la administración y a la transparencia en el ejercicio de la función pública, para conformar con ellas un artículo 11 bis, que se incorpora a la ley Nº 18.575. Se incluye como número 8 del artículo 1º del proyecto que proponemos al final de este informe.



			El nuevo precepto especifica que la transparencia en el ejercicio de la función pública consiste en permitir y promover la publicidad de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten, sin perjuicio de mantener en reserva o secreto las materias que señale la ley. Esta referencia debe entenderse hecha básicamente a la preceptiva de una ley sobre acceso a la información administrativa en actual tramitación en la Cámara de Diputados, Boletín Nº 1511-07, sin perjuicio de que otros cuerpos jurídicos puedan también regular tal reserva o secreto.



			Como complemento se consagra la publicidad de la actuaciones de la administración, con idéntica salvedad, esto es, a menos que la ley disponga otra cosa.



			Este artículo y su reubicación se aprobaron por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule.



- - - - - - -



Número 7



			Pasa a ser número 9 en nuestro proyecto.



			Introduce modificaciones al artículo 13 de la Ley de Bases, que enuncia -en el inciso primero- los requisitos generales que deberán cumplir quienes ingresen a la Administración del Estado, sin perjuicio de los particulares exigidos para cada cargo y asegura -en el inciso segundo- el derecho de postular en igualdad de condiciones a los empleos públicos.



			Este número  del proyecto de la Cámara de Diputados consta de dos literales.



			La letra a) intercala en el inciso primero una referencia al Título III, nuevo, que agrega el proyecto, con la que se asigna también carácter de requisito general al deber de cumplir el principio de probidad administrativa.



			La letra b) agrega al inciso segundo del artículo 13 una frase que prohibe cualquiera discriminación ajena a la capacidad o idoneidad personal de los postulantes a empleos públicos.



			El fundamento de la modificación contenida en este último literal, se señaló a la Comisión, es reiterar respecto de los empleos y cargos públicos la garantía de no discriminación en el acceso al trabajo que consagra para todas las personas el número 16º del artículo 19 de la Constitución Política de la República.



			El H. Senador señor Fernández  hizo ver que reiterar de esta forma particular un principio general, como es la garantía constitucional en comento, lo debilita, ya que un intérprete podrá sostener, en tal caso, que si ha sido necesario explicitarlo para un ámbito determinado, no es aplicable en otros, en que no se haya hecho igual afirmación. 



			Además, dijo, en las actas de la Comisión de Estudios de la Constitución de 1980 se asentó en forma diáfana que no es necesario repetir en cada precepto de la Ley Fundamental el contenido de los demás que se relacionan con él y que se integran en un todo armónico; de ello quedó constancia, entre otros casos, al debatirse el texto que llegaría a ser el actual número 17º del artículo 19 de la Carta�; allí se dejó en claro que la admisión a todas las funciones y empleos públicos, sin otros requisitos que los que impongan la Constitución y las leyes, supone incorporadas otras normas constitucionales vinculadas, tal como, en el caso citado por vía de ejemplo, la que establece la garantía de igualdad ante la ley y consagra la prohibición de hacer discriminaciones arbitrarias.



			El H. Senador señor Otero manifestó que si la Comisión agregara al inciso segundo del artículo 13 una alusión al concurso público previo, se hace innecesaria la modificación propuesta en la letra b) en análisis, porque esa forma de selección para el ingreso impide las discriminaciones, al mismo tiempo que con ello se recogería una aspiración manifestada por la Asociación Nacional de Empleados Fiscales.



			En definitiva, se refundieron ambos incisos del artículo 13 en comento, redactando la enmienda de modo de recoger la idea de la letra a) y la propuesta del señor Presidente. Se alude sin embargo únicamente al concurso previo, sin calificativos. 



			Se acordó dejar constancia de que lo anterior responde a la intención de hacer posible tanto el concurso público como el interno, que son procedimientos habituales e idóneos para proveer cargos vacantes, como también de que la disposición sobre concursos no se aplica a los empleos a contrata, sino únicamente a los de planta.



			La Comisión adoptó estos acuerdos por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



Número 8 



			Suprime en el artículo 16 de la ley Nº 18.575 la frase que prohibe al personal de la Administración del Estado usar su autoridad o cargo en fines ajenos a sus funciones. Más adelante, otros artículos del proyecto, en concordancia con esta supresión, eliminan preceptos similares del Estatuto Administrativo y del Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales.



			La Comisión fue informada de que con esto no se pretende innovar, sino reubicar en forma más ordenada el contenido de la Ley de Bases. En efecto, se indicó, la frase que se elimina, que alude a la figura conocida en doctrina como "desviación de poder", está contenida y desarrollada en el nuevo Título III, sobre probidad.



			En opinión de la Contraloría General de la República, sin embargo, las conductas ilícitas tipificadas como contrarias al deber de probidad en los números 3, 4 y 5 del artículo 69 -artículo 64 en nuestro proyecto- del nuevo Título propuesto para la Ley de Bases en el artículo 2º del proyecto, resultan restrictivas respecto de la generalidad de la prohibición impuesta en la disposición que se propone eliminar del artículo 16 en comento.   



			La unanimidad de la Comisión, formada por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero, rechazó este número, porque estimó que abundar en la prohibición de ilícitos no es una practica dañina sino que, por el contrario, puede surtir efectos preventivos, y porque, no siendo taxativa la enumeración del artículo 64, conviene conservar un precepto genérico, cual es el artículo 16 vigente.



Número 9



			Pasa a ser número 10 en nuestro proyecto.



			Reemplaza el inciso segundo del artículo 18 de la Ley de Bases. Este artículo consagra la que se ha llamado definición restringida de Administración del Estado.



			Dicho inciso segundo, en efecto, sustrae a una serie de órganos autónomos e instituciones de la aplicación de las normas del Título II de la ley, sobre organización y funcionamiento de las entidades de la Administración y sobre carrera funcionaria. Los entes excluidos son la Contraloría General de la República, el Banco Central, las Fuerzas Armadas y las de Orden y Seguridad Pública, las Municipalidades, el Consejo Nacional de Televisión y las empresas públicas creadas por ley. Todos estos entes se rigen por las normas constitucionales pertinentes y por sus respectivas leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado, según corresponda. Valga recordar que la disposición Quinta transitoria de la Constitución Política de la República estatuye que se entenderá que las leyes en vigor a la época de entrar ella en aplicación, sobre materias que conforme a la Carta deben ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o aprobadas con quórum calificado, cumplen estos requisitos y seguirán aplicándose en lo que no sean contrarias a aquélla, mientras no se dicten los correspondientes cuerpos legales.



			Este número 9 del proyecto excluye también de las normas del Título II de la Ley de Bases a los Gobiernos Regionales y, guardando coherencia con el artículo 2º de la iniciativa, sujeta a los órganos mencionados en el inciso segundo del artículo 18 a las normas sobre probidad del nuevo Título III, salvo aquellas que les sean expresamente inaplicables.



			Sin embargo, el reemplazo liso y llano de todo el inciso segundo del artículo 18 de la Ley de Bases daría origen a varios problemas, relacionados con el efecto de tal modificación en otros textos legales, que también han consagrado excepciones al Título II de la ley Nº 18.575:



			- El artículo 90 de la ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central, dispone que no se aplicará al Instituto Emisor la ley Nº 18.575. 



			- El número 35 del artículo único de la ley Nº 19.131 derogó el artículo 51 de la ley Nº 18.838, que creó el Consejo Nacional de Televisión. El precepto abrogado incorporaba al Consejo en el inciso segundo del artículo 18 de la Ley de Bases, de modo que su derogación tuvo por efecto excluir a dicho organismo de la aplicación de las disposiciones de la ley Nº 18.575.



			- El artículo 32 de la ley Nº 18.962, orgánica constitucional de enseñanza, exceptúa expresamente al Consejo Superior de Educación de la aplicación de las normas de la ley Nº 18.575.



			En el seno de vuestra Comisión se debatió si procede o no excluir a determinados órganos de la Administración y a las empresas del Estado, de las normas sobre probidad que se introducen en la ley Nº 18.575.



			Sobre este particular cabe tener presente que la Contraloría General de la República, el Banco Central, los Gobiernos Regionales, las Municipalidades, el Consejo Nacional de Televisión, son órganos constitucionalmente autónomos frente a los poderes públicos y sus propios estatutos jurídicos consagran o debieran consagrar el principio de probidad, y que las empresas públicas creadas por ley son entidades administrativas que tienen un régimen jurídico especial: salen del marco de la ley Nº 18.575, para regirse por la Constitución y por sus leyes propias; supletoriamente se les aplica el Título I de la Ley de Bases, pero en caso alguno el Título II de la misma.



			Por razones de técnica legislativa la Comisión acordó  no sustituir íntegramente el inciso segundo del artículo 18 de la Ley de Bases, porque ello podría interpretarse como una derogación tácita de las tres leyes de excepción citadas más arriba. En cambio, tal inferencia no es posible si se modifica el referido inciso sólo para agregarle nuevas disposiciones.



			La Comisión consideró innecesaria la referencia al Título III hecha al final del segundo inciso del artículo 18 según el texto de reemplazo que contiene el proyecto de la Cámara de Diputados,  porque si los estatutos jurídicos propios de los órganos exceptuados en dicha disposición no contienen normas sobre probidad, se les aplicarán las de la ley Nº 18.575 con carácter supletorio, ya que sólo están eximidos de los preceptos incluidos en el Título II de la misma.



			Por último, guardando la debida armonía entre las diversas normas de la Ley de Bases, la Comisión adoptó en este artículo la misma frase que se usó en el artículo 1º para aludir a las empresas del Estado, o sea, las "empresas del Estado sometidas excepcionalmente al régimen público administrativo regulado por el artículo 19, número 21º, de la Constitución Política de la República", cuyo alcance ya hemos explicado más arriba.



			Estas enmiendas fueron aprobadas por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.



- - - - - - -



			A continuación la Comisión intercaló un nuevo número 11 en el artículo 1º del proyecto, que deroga el artículo 44 de la Ley de Bases.



			Dicho artículo contiene una regla sobre la responsabilidad de la Administración del Estado por los daños que cause como consecuencia de la falta de servicio; además, reconoce al Estado el derecho a repetir contra el funcionario que hubiere incurrido en falta personal al causar los daños.



			La derogación es consecuencia de haberse aprobado una norma clara y precisa sobre responsabilidad del Fisco y de los órganos personalizados de la Administración del Estado, en la modificación que el proyecto hace al artículo 4º de la ley Nº 18.575. La disposición del artículo 44 que se elimina es más restrictiva, en materia  de responsabilidad extracontractual del Estado, que la propuesta por la Comisión en el número 3 del artículo 1º en análisis.



			El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule.



- - - - - - -



Número 10 



			Pasa a ser número 12 en nuestro proyecto.



			Adiciona al final del inciso primero del artículo 45 de la ley Nº 18.575, una frase que agrega, entre las bases que el Estatuto Administrativo deberá considerar al regular la carrera funcionaria, el nuevo Título III, sobre probidad.



			Se aprobó, con ajustes formales menores, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



Número 11



			Intercala la palabra "ético" en tres artículos de la Ley de Bases: los números 14, 47 y 53.



			Conforme al artículo 14, las normas estatutarias del personal de la Administración del Estado deben proteger la dignidad de la función pública y guardar conformidad con el carácter técnico, profesional y jerarquizado de la misma. De acuerdo al proyecto, su carácter deberá ser, además, ético.



			El inciso primero del artículo 47 dispone que el sistema de carrera funcionaria debe proteger la dignidad de la función pública y guardar conformidad con su carácter técnico, profesional y jerarquizado. Según el proyecto, dicho carácter deberá ser también ético.



			El artículo 53, por último, preceptúa que el Estado debe velar permanentemente por la carrera funcionaria y por el cumplimiento de las normas y principios de carácter técnico y profesional, principios a los que la iniciativa en informe viene a añadir el ético.



			La Comisión, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero, rechazó este número, por considerar que el principio ético es igualmente valedero para todas las instituciones del sector público, se rijan o no por la ley Nº 18.575. 



			En la misma forma unánime y a proposición del H. Senador señor Fernández, acordó además dejar constancia de que el rechazo también se justifica porque la adición propuesta en este número del artículo 1º podría dar pie para que se sostuviera que ese principio, hasta ahora, no había estado incorporado en las normas jurídicas que rigen a la Administración del Estado, lectura que se desea descartar claramente.



- - - - - - -



			La Comisión acordó agregar luego un nuevo número 13 al artículo 1º, que modifica el artículo 52 de la ley Nº 18.575.



			Ese artículo consagra el principio de asignar iguales retribuciones y beneficios a funciones análogas, ejercidas en condiciones similares y que importen responsabilidades semejantes.



			La modificación que os proponemos incorpora la posibilidad de establecer, en los regímenes legales de remuneraciones, modalidades que estimulen el ejercicio de determinadas funciones o que premien la idoneidad de su desempeño, todo ello sin perjuicio del principio recordado arriba y de las escalas generales de sueldos.



			Fue aprobado unánimemente, con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule.



- - - - - - -



Número 12



			Pasa a ser número 14 en nuestro proyecto.



			Contiene una enmienda meramente formal, que consiste en adecuar la numeración del artículo 54 del Título Final, para que guarde relación con la agregación de todo un nuevo Título en la Ley de Bases.



			La Comisión lo aprobó, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero, con reformas en su redacción y ajustando la numeración conforme a los acuerdos anteriores.



ARTICULO 2º



			Agrega a la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, un Título III, nuevo, denominado "De la probidad administrativa". Dicho Título está conformado por un Párrafo 1º, "Reglas generales", un Párrafo 2º, "De las inhabilidades e incompatibilidades administrativas", un Párrafo 3º, "De las declaraciones de patrimonio y de intereses" y un Párrafo 4º, "De la responsabilidad y las sanciones".



			La Comisión centró sus discusiones en un anteproyecto alternativo propuesto por los profesores señores Pantoja y Kangiser, que es el que describiremos a continuación, incluyendo las enmiendas que se le introdujeron durante el estudio del articulado. 



			Las disposiciones incluidas en este artículo 2º fueron aprobadas por unanimidad, la que estuvo conformada del modo que en cada caso se indicará.



Artículo 54



 			El inciso primero establece, para todas las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado, sin excepción, la obligación de dar estricto cumplimiento al principio de probidad administrativa, que el precepto define como la observancia de una conducta funcionaria intachable y un desempeño  honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular. Se señala que la infracción a este deber acarreará responsabilidad y sanciones.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule.



Artículo 55



			Describe los elementos que permiten reconocer si el desempeño funcionario se identifica con el interés general: empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y control, para concretar, dentro del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz; recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas; adopción de decisiones razonables e imparciales; recta ejecución de las normas, planes, programas y acciones; integridad ética y profesional en la administración de los recursos públicos que se gestionan; expedición en el cumplimiento de las funciones legales, y acceso ciudadano a la información administrativa, en conformidad a la ley.



			El H. Senador señor Otero hizo presente que en le proyecto de ley sobre libertad de opinión y de información y ejercicio del periodismo, Boletín Nº 1035-07, se regula con carácter general el acceso a la información, por lo que podría incluirse en esta iniciativa un precepto semejante.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.



- - - - - - -



			Como ya explicamos�, las disposiciones que contenía el artículo 56 del proyecto de la Cámara de Diputados fueron reformuladas como artículo 11 bis, nuevo, y quedaron incluidas en el número 8 del artículo 1º del proyecto que proponemos al final.



- - - - - - -



Artículo 56 (ex 57)



			Enumera prohibiciones para ingresar a cargos en la Administración del Estado, sin perjuicio de las inhabilidades que establezcan o puedan establecer otras leyes.



			Ellas afectan a quienes tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el organismo de la Administración Pública al que aspiran a ingresar. Se exceptúan los litigios en que se ejerzan derechos propios, del cónyuge, de los hijos, adoptados y parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. 



			La prohibición se hace extensiva a los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el organismo de la Administración a cuyo ingreso se postule.



			Otro tanto se establece para el cónyuge, los hijos, adoptados y parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, de los funcionarios directivos del organismo al que se aspire a ingresar, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive.



			Por último, tampoco pueden incorporarse a la Administración del Estado las personas declaradas en quiebra fraudulenta por sentencia judicial ejecutoriada.



			El H. Senador señor Otero hizo indicación para agregar a la última causal de este artículo la quiebra culpable. Se rechazó por dos votos, de los HH. Senadores señores Fernández y Hamilton, contra uno, del autor de la proposición.



			No se consultan por ahora disposiciones respecto de los oficiales generales de las Fuerzas Armadas y de los niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, aspecto que quedó para ser resuelto en el trámite de segundo informe. La Comisión tuvo en cuenta que según las prácticas tradicionales de estas instituciones se considera un honor que los vástagos de una familia abracen la carrera que adoptaron sus ancestros, motivo por el cual no es posible aplicar el mismo marco que se establece para los empleados civiles de la Administración del Estado.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.







Artículo 57 (ex 58)



			Dispone que para los efectos del artículo anterior, los postulantes a un cargo público deberán prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentran afectos a alguna de las causales de inhabilidad recién enunciadas.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



Artículo 58 (ex 59)



			Sienta el principio de que la función pública no impedirá el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitidos por la ley, siempre que no coincidan con la jornada ordinaria o extraordinaria de labores y se desarrollen con recursos privados y en instalaciones no pertenecientes a la Administración.



			Además, dispone que son incompatibles con el ejercicio de dicha función las actividades particulares que se refieran a materias específicas o casos concretos que deban ser analizados, informados o resueltos por los funcionarios o autoridades concernidos, o por la división o departamento a que ellos pertenezcan, así como la representación de un tercero en acciones civiles deducidas en contra de un organismo de la Administración del Estado. La última regla, relativa a litigios, admite una excepción, cual es que el funcionario actúe en favor de su cónyuge, hijos, adoptados y parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.





Artículo 59 (ex 60)



			Establece la obligación de presentar una declaración de intereses, dentro de treinta días de asumir determinados cargos en la Administración del Estado, salvo que otras normas legales exijan esta misma declaración.



			El deber señalado pesa sobre las autoridades de la Administración del Estado, los funcionarios directivos, profesionales y técnicos, hasta el grado de jefe de departamento o su equivalente, y las personas contratadas a honorarios por esos mismos niveles, que cumplan jornada de trabajo.



			Cabe hacer notar que el precepto respectivo que aprobó la Cámara de Diputados consultaba dos tipos de declaración: la de patrimonio y la de intereses. La Comisión decidió mantener solo esta última, que es la que resulta significativa desde el punto de vista del control de la probidad. En consecuencia, también enmendó el epígrafe del Párrafo 3º.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



Artículo 60 (ex 61)



			Indica el contenido de la declaración de intereses: se señalarán en ella las actividades profesionales y económicas en que participe la autoridad o el funcionario, así como toda información relativa a los derechos que le correspondan en cualquier tipo de comunidad o sociedad.



			En el proyecto de la Cámara de Diputados la declaración de patrimonio debía comprender todos los bienes inmuebles y los muebles de significación económica relevante, incluidos los derechos en sociedades y comunidades e instrumentos financieros, las cuentas corrientes y las obligaciones patrimoniales.



			La de intereses abarcaba la especificación de las actividades profesionales, inversiones y cualquier clase de negocios que proporcionen o puedan proporcionar al funcionario ingresos económicos, sea como persona natural o como socio director de una sociedad.



			La Comisión, en concordancia con sus acuerdos anteriores, sólo se abocó a normar la declaración de intereses, y lo hizo de manera más simplificada, porque la disposición reemplazada contenía muchos elementos difíciles de ponderar.



			El H. Senador señor Hamilton dejó constancia de que los intereses a que se hace alusión en este y otros preceptos del proyecto son sólo los de carácter económico y no pueden entenderse referidos a motivaciones políticas, religiosas, afectivas o de cualquiera otra índole.



			Al igual que en el caso de las prohibiciones para ingresar a la Administración del Estado, del artículo 56, la Comisión dejó para el estudio que hará con motivo del segundo informe lo referente a las declaraciones que se exigirán a los oficiales generales de las Fuerzas Armadas y de los niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.









Artículo 61 (ex 62)



			Regula aspectos formales  de la declaración de intereses y su periodicidad: se presenta en tres ejemplares y debe actualizarse cada cuatro años.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



Artículo 62 (ex 63)



			Encomienda al reglamento establecer los requisitos de las declaraciones de intereses y estatuir las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones sobre tales declaraciones.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



- - - - - - -



			La Comisión rechazó la mayor parte del artículo 63 del proyecto de la Cámara de Diputados, que se refiere a la declaración de patrimonio y de intereses que debe hacer el Presidente de la República y a diversas cuestiones relativas a la formalidad de las declaraciones, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



			La misma unanimidad acordó dejar constancia de que es innecesaria una norma específica para el Jefe del Estado, toda vez que él está afecto a esta obligación al igual que las demás autoridades y funcionarios de la Administración. Se tuvo además presente que no resulta conveniente una disposición que puede ser vista como señal de que se estaría otorgando a la Contraloría General de la República alguna forma o grado de control sobre el Presidente de la República.



- - - - - - -



Artículo 63 (ex 64)



			Establece que las unidades encargadas del control interno tendrán la obligación de velar por la observancia de las normas sobre probidad en los órganos u organismos de la Administración del Estado, sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República, y preceptúa que las infracciones al deber de probidad harán incurrir en las responsabilidades y sanciones que determine la ley. Dispone que la responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la ilicitud.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



Artículo 64 (ex 69)



			Enuncia, sin carácter taxativo, una serie de conductas que contravienen el principio de probidad. 



			Ellas son: negar información administrativa que sea de acceso público; usar en beneficio propio, o del cónyuge o los parientes mencionados en la letra a) del artículo  56, la información reservada o privilegiada a que se tuviere acceso en razón de la función; hacer valer indebidamente la posición funcionaria para influir sobre una persona con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero; emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes de la institución en provecho propio o de terceros; ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal o recursos del organismo para fines ajenos a los institucionales; aceptar, para sí o para el cónyuge o alguno de los parientes mencionados en la letra a) del artículo 56, invitaciones, viajes, obsequios de valor superior a dos unidades tributarias mensuales, o tratamientos especiales no aceptados oficialmente por la institución a que se pertenece, ofrecidos en razón del cargo o función que se desempeñe, por parte de peticionarios, reclamantes, proveedores de bienes o servicios, o concesionarios de éstos; intervenir en decisiones que le interesen personalmente, o al cónyuge o alguno de los parientes mencionados en la letra a) del artículo 56, o que recaigan en asuntos en que el funcionario hubiere tenido intervención o cualquier tipo de actuación que le reste imparcialidad, y omitir o eludir la propuesta pública en los casos que la ley la disponga.



			Respecto de la última situación, se resolvió dejar para el proyecto de ley que sanciona el delito de corrupción, Boletín Nº 1177-07, la regulación de los efectos penales de la obtención de contratos públicos con infracción de las normas sobre propuestas públicas.



			Los obsequios cuyo valor exceda de dos unidades tributarias mensuales serán entregados en propiedad al órgano u organismo a que pertenezca la autoridad o el funcionario que los haya recibido y el reglamento determinará su destino.



			Las autoridades y funcionarios que tengan interés en asuntos en que les corresponda intervenir en su calidad de tales, deberán abstenerse de participar en ellos y pondrán en conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les afecte.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.



Artículo 65



			Hace nula la designación de una persona inhábil en un cargo de la Administración del Estado. Además, faculta al inhábil para conservar las remuneraciones que hubiere percibido y no extiende el efecto de nulidad a los actos ejecutados por esa persona, los que conservarán plena validez. Quien hubiere intervenido en la tramitación del nombramiento y no hubiere advertido el vicio por negligencia inexcusable, incurre en responsabilidad administrativa.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.



Artículo 66



			Si sobreviene alguna inhabilidad que afecte a un funcionario o autoridad, ellos deben declararlo a su superior jerárquico, dentro del plazo de diez días de haberse configurado la causal. Simultáneamente deberán presentar la renuncia, salvo que la causal sobreviniente sea la designación en un cargo de jefatura de una persona vinculada con el inhábil por matrimonio o parentesco. En este último caso, el subalterno será destinado a otra dependencia, en que no exista relación jerárquica directa con el causante de la inhabilidad sobreviniente.



			 El infractor a esta norma será destituido.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.



Artículo 67



			Sanciona con multa, y regula en detalle el procedimiento para aplicarla y para reclamar de ella, la no presentación oportuna de la declaración de intereses o de su actualización periódica. El monto de la multa puede ir de diez a treinta unidades tributarias mensuales y la resolución que la impone constituye título ejecutivo. La contumacia, esto es, la persistencia en no hacer la declaración o la actualización, se castiga con la destitución del infractor. También incurre en responsabilidad administrativa el jefe de personal que, o quien en razón de sus funciones, debió advertir que una declaración o actualización ha sido omitida.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.



Artículo 68



			Impone la sanción de destitución a quien en la declaración de intereses incluya datos inexactos u omita inexcusablemente información que debió consignar en ella. Este castigo administrativo no excluye el que imponga la ley penal.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.



- - - - - - 



			Como ha sido dicho antes,  el artículo 69 del proyecto de la Cámara de Diputados pasó a ser artículo 64 en el nuestro.



			La Comisión rechazó unánimemente los artículos 70 a 74 de la iniciativa aprobada en el primer trámite constitucional, porque las disposiciones que ellos contenían no son propias de la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, sino de otros cuerpos normativos y aún de proyectos en actual tramitación, tal como el que castiga las distintas formas de corrupción, a que se ha aludido más arriba (Boletín Nº 1177-07).



			Este acuerdo fue adoptado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.



- - - - - - -



Artículo 69



			Da carácter de instrumento público o auténtico a las declaraciones de intereses y a las de inhabilidad reguladas en los artículos anteriores.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.



Artículo 70



			Consagra detalladamente los requisitos y la tramitación del recurso de apelación de las multas que se pueden imponer en virtud de este proyecto de ley.



			Este artículo, en cuanto otorga a las Cortes de Apelaciones la atribución de conocer como tribunal de alzada los reclamos contra las multas impuestas administrativamente por omisión de la declaración de intereses y de sus actualizaciones, ha sido consultado a la Corte Suprema, cuya opinión se espera conocer oportunamente.



			Fue aprobado con los votos de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.





ARTICULOS  3º, 4º y 5º



			Modifican la ley orgánica constitucional de Municipalidades, Nº 18.695, el Estatuto Administrativo, ley Nº 18.834 y el Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales, ley Nº 18.883, para incorporar en ellas las concordancias necesarias, a fin de que el principio de probidad, tal como aparece regulado en la Ley de Bases, se aplique al personal regido por esos cuerpos normativos.



			Fueron aprobados por la unanimidad de los HH. Senadores Señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda, con enmiendas meramente formales.



Articulo 6º



			Este precepto, en el proyecto de la Cámara de Diputados, modifica los artículos 246 y 247 del Código Penal, relativos a delitos que pueden cometer los empleados públicos.



			En cumplimiento de un acuerdo previo, la unanimidad de la Comisión, formada por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda, eliminó este artículo para incluir las disposiciones que él contenía, en el proyecto de ley sobre la corrupción, Boletín Nº 1177-07, el cual se informa simultáneamente con éste.



- - - - - -



			A continuación, la Comisión insertó cuatro normas nuevas, los artículos 6º, 7º, 8º y 9º del proyecto que proponemos al final de este informe, que explicitan que los principios de probidad y transparencia también son aplicables en los Poderes Legislativo y Judicial y en el ámbito de las empresas en que el Estado tenga participación.



Artículo 6º, nuevo



			Agrega a la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, Nº 18.918, un artículo 5º bis, nuevo, que obliga a diputados y senadores a efectuar y actualizar periódicamente la misma declaración de intereses a que se refiere la Ley de Bases, documentos que también tendrán carácter de públicos. 



			Sus particularidades son que ellas se harán ante un notario, se protocolizarán y se depositarán en la Secretaría de la Cámara respectiva, para su consulta por el público. El Secretario de la Cámara de Diputados y el del Senado deberán dar a la publicidad la individualización de los parlamentarios que no hubieren efectuado su declaración.



			Se aprobó por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.



Artículo 7º, nuevo



			Modifica el Código Orgánico de Tribunales, con el propósito de introducir un artículo 323 bis, nuevo, que impone a los miembros del escalafón primario del Poder Judicial la obligación de hacer la declaración de intereses. También se harán ante notario o ante un receptor, se protocolizarán y se depositarán en la secretaría de la respectiva Corte de Apelaciones y en la de la Corte Suprema, para que cualquier persona pueda consultarlas y pedir copia autorizada de ellas.



			De acuerdo al artículo 267 del Código Orgánico de Tribunales, forman parte del Escalafón Primario ministros, fiscales y relatores de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones, jueces, secretarios de juzgado y defensores públicos, el prosecretario de la Corte Suprema y el secretario abogado del fiscal de este último tribunal.



			La especificidad en estos casos es que los obligados deben actualizar la declaración no sólo cada cuatro años, sino, además, cuando fueren nombrados en un nuevo cargo. 



			La omisión del trámite es sancionada conforme al Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, regulatorio de la jurisdicción disciplinaria.



			Se aprobó por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.





Artículo 8º, nuevo





			Sustituye el artículo 7º de la ley Nº 15.231, para agregarle una disposición que preceptúa que lo dispuesto en el artículo 323 bis del Código Orgánico de Tribunales, recién comentado, será aplicable a los jueces de policía local.



			Se aprobó por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.









Articulo 9º, nuevo



			Incorpora tres incisos al artículo 37 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, para hacer extensiva la obligación de hacer la declaración de intereses prevista en el artículo 59 que el proyecto incorpora a la ley Nº 18.575, a los directores de sociedades anónimas que representen acciones de propiedad del Estado o de sus organismos y a los gerentes de dichas sociedades nombrados por un directorio en que los directores por acciones estatales sean mayoría.



			La particularidad de este caso es que la omisión de la declaración se castigará en conformidad al Título III del D.L. Nº 3.538, de 1980, ley orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros, cuyo artículo 28 faculta a dicho organismo para imponer sanciones de censura y multa a las personas sujetas a su fiscalización o supervigilancia que infrinjan las leyes, reglamentos, estatutos y demás normas que las rijan.



			Se aprobó por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda.





Disposiciones Transitorias





Primera



			Fija un plazo de ciento ochenta días, que se computará desde la publicación de la ley, para que el Presidente de la República dicte los reglamentos necesarios para la ejecución de las normas del artículo 2º del proyecto.



Segunda



			Establece un término de sesenta días, contados desde la vigencia del reglamento respectivo, para que los funcionarios en actual servicio presenten las declaraciones de intereses reguladas por este proyecto.



Tercera



			Regula el procedimiento a seguir en los casos en que por aplicación de las normas sobre probidad que se agregan a la Ley de Bases, sobrevenga la inhabilidad por causa de parentesco o vínculo matrimonial entre un funcionario y el directivo de quien dependa, establecida en la letra b) del artículo 56. En dicho evento, el funcionario hará una declaración en tal sentido, o incluirá dicha circunstancia en la de intereses que esté obligado a presentar y deberá ser destinado a otra oficina. La Contraloría General de la República informará estos casos al Presidente de la República y a la Cámara de Diputados.



Cuarta



			Faculta al Jefe del Estado para fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nºs. 18.575, 18.695, 18.834 y 18.883.



			La Comisión aprobó estas disposiciones transitorias por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Urenda, con dos modificaciones.



			En la disposición Segunda completó la referencia, que estaba hecha solamente al párrafo 3 del artículo 2º, en lugar de al párrafo 3º del Título III. 



			En la Cuarta reemplazó la alusión a decretos con fuerza de ley por otra, que se refiere simplemente a decretos, puesto que no es posible, según el artículo 61 de la Constitución Política de la República, delegar en el Presidente de la República facultades legislativas en materias propias de leyes orgánicas constitucionales, como es el caso de las numeradas 18.575 y 18.695, y porque al fijar textos refundidos, coordinados y sistematizados no se ejerce la potestad legislativa, sino la reglamentaria, de modo tal que no hace falta dictar decretos con fuerza de ley, siendo suficiente el simple decreto.



- - - - - - -



			En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de recomendaros que aprobéis las siguientes modificaciones al texto del proyecto aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional:



ARTICULO 1º



Número 1



			Sustituir el punto final (.) por una coma (,) y agregar a continuación la siguiente oración: "y reemplázase la oración "empresas públicas del Estado creadas por ley", por "empresas del Estado sometidas excepcionalmente al régimen público administrativo regulado por el artículo 19, número 21º, de la Constitución Política de la República.".". (5 x 0)







Número 2



			Reemplazar los dos primeros incisos del artículo 3º contenido en este número, por los siguientes:



"Artículo 3°. La Administración del Estado está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común atendiendo las necesidades públicas en forma continua y permanente y fomentando el desarrollo del país a través del ejercicio de las atribuciones que le confiere la Constitución y la ley, y de la aprobación, ejecución y control de políticas, planes, programas y acciones de alcance nacional, regional y comunal.



	La Administración del Estado deberá observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, control, probidad, transparencia y publicidad administrativas, y garantizará la debida autonomía de los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, respetando el derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica, en conformidad con la Constitución Política y las leyes.". (5 x 0)



			Suprimir el inciso tercero aprobado por la Cámara de Diputados. (4 x 0)



Número 3



			Sustituirlo por el siguiente:



	"3. Sustitúyese, en el artículo 4°, la oración inicial  "El Estado será responsable por los daños que causen los órganos de la Administración en el ejercicio de sus funciones", por "El Estado y los organismos del sector público con personalidad jurídica que lesionen derechos de particulares estarán afectos a responsabilidad patrimonial por los daños que causen".". (5 x 0)



Número 4



			Reemplazar, en el inciso primero del artículo 5º, la palabra "recursos" por "medios" y agregar al final del mismo inciso la siguiente frase: " y por el debido cumplimiento de la función pública". �(3 x 0)



Número 6



			Reemplazarlo por el siguiente:



"6. Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, después de la palabra "reclamo" y reemplazando el punto (.) por una coma (,), la frase "procurando la simplificación y rapidez de los trámites.".". (3 x 0)



- - - - - - 



			Intercalar a continuación, como número 7 del artículo 1º, el siguiente, nuevo:



"7. Agrégase el siguiente artículo 8º bis:



"Artículo 8º bis.- Los contratos administrativos se celebrarán previa propuesta pública, en conformidad a la ley.



	El procedimiento concursal se regirá por los principios de libre concurrencia de los oferentes al llamado administrativo y de igualdad ante las bases que rigen el contrato.



	La licitación privada procederá, en su caso, previa resolución fundada que así lo disponga, salvo que por la naturaleza de la negociación corresponda acudir al trato directo.".". (4 x 0)





 - - - - - - -





			Consignar enseguida, como número 8, las disposiciones del artículo 56 incluido en el artículo 2º del proyecto, reformuladas del modo que se expresa a continuación:



	"8. Agrégase el siguiente artículo 11 bis:



"Artículo 11 bis.- El principio de la probidad administrativa se regirá por las normas del Título III de esta ley y demás disposiciones especiales que regulen la materia.



	La función pública se ejercerá con transparencia, de manera que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella, sin perjuicio de las materias que deban mantenerse en reserva o secreto en conformidad a la ley.



	Las actuaciones de la Administración son públicas, salvo las excepciones establecidas por la ley.".". (4 x 0)



- - - - - - - 



Número 7



			Pasa a ser número 9, sustituido por el que se indica a continuación:



"9. Intercálase, en el inciso primero del artículo 13, a continuación de la expresión “el respectivo estatuto", la frase "y con los que establece el Título III de esta ley", y agrégase, en el inciso segundo, después de "Administración del Estado”, cambiando el punto aparte (.) por una coma (,), las palabras "previo concurso."." (3 x 0)



Número 8



			Eliminarlo. (3 x 0)



Número 9



			Pasa a ser número 10,  reemplazado por el siguiente:



"10. Intercálase, en el inciso segundo del artículo 18, entre las expresiones "Fuerzas de Orden y Seguridad Pública" y "las Municipalidades", las palabras "los Gobiernos Regionales," y reemplázase la oración "empresas públicas del Estado creadas por ley" por "empresas del Estado sometidas excepcionalmente al régimen público administrativo regulado por el artículo 19, número 21º, de la Constitución Política de la República".". (4 x 0)



- - - - - - -



			Incorporar enseguida, como número 11, el siguiente, nuevo:



	"11. Derógase el artículo 44.". (4 x 0)



- - - - - - -



Número 10



			Pasa a ser número 12, redactado como sigue:



"12. Agrégase en el inciso primero del artículo 45, a continuación de la palabra "siguientes", la frase "y en el Título III de esta ley", sustituyendo el punto  aparte (.)  por un  punto seguido (.).". (3 x 0)



Número 11



			Suprimirlo. (3 x 0)



- - - - - - - -



			Intercalar luego el siguiente número 13, nuevo:



"13. Reemplázase, en el artículo 52, la frase "En los sistemas legales de remuneraciones se procurará aplicar el" por la siguiente: "Los regímenes legales de remuneraciones podrán establecer sistemas o modalidades que estimulen el ejercicio de determinadas funciones por parte de los empleados o premien la idoneidad de su desempeño, sin perjuicio de la aplicación de las escalas generales de sueldos y del".". �(4 x 0)



- - - - - - - -



Número 12



			Pasa a ser número 14, reemplazado por el que sigue:



"14. Sustitúyese, en el Título Final, la numeración "54" de su primer artículo, por el guarismo "71".". (3 x 0)





ARTICULO 2º



Artículo 54



			Reemplazarlo por el siguiente:



"Artículo 54.- Las autoridades de la Administración del Estado, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración Pública, sean de planta o a contrata, deberán dar estricto cumplimiento al principio de la probidad administrativa.



	El principio de la probidad administrativa consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.



	Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones que determinen la Constitución, las leyes y el párrafo 4º de este Título, en su caso.". (4 x 0)



Artículo 55



			Reemplazar las palabras " en la razonabilidad e imparcialidad" por "en lo razonable e imparcial" y la expresión "las funciones" por "sus funciones", y agregar al final, precedida de una coma (,), la expresión "en conformidad a la ley". (5 x 0)





- - - - - - - - - 



			Como ya se dijo, las ideas contenidas en el artículo 56 fueron consignadas en el nuevo número 8 del artículo 1º del proyecto, que agrega un artículo 11 bis a la ley Nº 18.575.



- - - - - - - -



Artículo 57



			Pasa a ser artículo 56, con las siguientes modificaciones:



			- En el encabezamiento, reemplazar las palabras "o permanecer" por "a cargos". (3 x 0)



			- En el primer párrafo de la letra a), suprimir el adjetivo "naturales" que califica al sustantivo "personas"; sustituir la expresión "Administración del Estado" por "Administración Pública", y eliminar la expresión "o los promueven", así como las comas (,)  escritas antes y después de la misma y la que figura después de la palabra "afinidad". (3 x 0)



			- En el segundo párrafo de la letra a), agregar las palabras "o más", a continuación de la expresión "doscientas unidades tributarias mensuales". (3 x 0)



			- Reemplazar la letra b) por la que sigue:



			"b) Las personas indicadas en el párrafo primero de la letra precedente, que tengan esa calidad respecto de los funcionarios directivos del organismo al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive.". (3 x 0)



			- En la letra c), suprimir las palabras "calificada como". (3 x 0)



Artículo 58



			Pasa a ser artículo 57.



			Sustituir el inciso primero por el siguiente:



"Artículo 57.- Para los efectos del artículo anterior, los postulantes a un cargo público deberán prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentran afectos a alguna de las causales de inhabilidad previstas en ese artículo.". (3 x 0)



			Eliminar el inciso segundo. (3 x 0)



Artículo 59



			Pasa a ser artículo 58.



			En el inciso primero, escribir en plural el vocablo "permitido". (3 x 0)



			En el inciso segundo, suprimir la palabra "administrativa" que sigue a los términos "función pública".  (3 x 0)



			Reemplazar el inciso tercero por el siguiente:



	"Asimismo, son incompatibles con el ejercicio de la función pública las actividades particulares de las autoridades o funcionarios que se refieran a materias específicas o casos concretos que deban ser analizados, informados o resueltos por ellos o por la división o departamento a que pertenezcan; y la representación de un tercero en acciones civiles deducidas en contra de un organismo de la Administración del Estado, salvo que actúen en favor de alguna de las personas señaladas en el párrafo primero de la letra a) del artículo 56 o que medie disposición especial de ley que regule dicha representación.". (3 x 0)



Párrafo 3º



			Sustituir el epígrafe "De las declaraciones de patrimonio y de intereses" por "De la declaración de intereses". (3 x 0)



Artículo 60



			Pasa a ser artículo 59, reemplazado por el que sigue:



"Artículo 59.- Las autoridades de la Administración del Estado y los funcionarios directivos, profesionales y técnicos que se desempeñen en ella hasta el grado remuneratorio de jefe de departamento o su equivalente, y las personas contratadas a honorarios a lo menos por ese nivel, que cumplan jornada de trabajo, deberán presentar al jefe de personal del respectivo organismo, o a quien haga sus veces, una declaración de intereses, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de asunción del cargo.



	Esta obligación no afectará al personal que esté obligado a prestar dicha declaración en virtud de las normas legales específicas que rijan su desempeño.". (3 x 0)



Artículo 61



			Pasa a ser artículo 60, sustituido por el que se expresa a continuación:



"Artículo 60.- La declaración de intereses deberá contener la individualización de las actividades profesionales y económicas en que participe la autoridad o el funcionario, así como toda información relativa a los derechos que le correspondan en cualquier tipo de comunidad o sociedad.". (3 x 0)



Artículo 62



			Pasa a ser artículo 61, reemplazado por el siguiente:



"Artículo 61.- La declaración será pública y deberá actualizarse cada cuatro años.



	Se presentará en tres ejemplares, que serán autentificados al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo a que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario. Uno de ellos se depositará en la secretaría del órgano u organismo que los reciba, otro será remitido a la Contraloría General de la República o a la Contraloría Regional, según corresponda, para su custodia, archivo y consulta, y otro se entregará al interesado como comprobante de haber cumplido con este deber.". (3 x 0)

			

Artículo 63



			Pasa a ser artículo 62.



			Rechazar sus cuatro primeros incisos. (3 x 0)



			En el inciso final, suprimir las expresiones "los formularios en que se presentarán" y "de patrimonio y", lo mismo que la coma (,) que figura a continuación de la palabra "intereses". (3 x 0)



Artículo 64



			Pasa a ser artículo 63, sustituido por el que sigue:



"Artículo 63.- Las reparticiones encargadas del control interno en los órganos u organismos de la Administración del Estado tendrán la obligación de velar por la observancia de las normas de este Título, sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República.



	La infracción a las conductas exigibles prescritas en este Título hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que determine la ley. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la ilicitud.". (3 x 0)



- - - - - 



			Como se consigna más adelante, el artículo 69 pasa a ser artículo 64, con las modificaciones que se indicarán en su oportunidad.



- - - - -



Artículo 65



			Redactarlo como se expresa a continuación:



"Artículo 65.- La designación de una persona inhábil será nula. La invalidación no obligará a la restitución de las remuneraciones percibidas por el inhábil ni afectará la validez de los actos realizados entre su designación y la fecha en que quede firme la declaración de nulidad.



	Incurrirá en responsabilidad administrativa todo funcionario que hubiere intervenido en la tramitación de un nombramiento irregular y que por negligencia inexcusable omitiere advertir el vicio que lo invalidaba.". (4 x 0)



Artículo 66



			Reemplazarlo por el siguiente:



Artículo 66.- Las inhabilidades sobrevinientes deberán ser declaradas por el funcionario afectado a su superior jerárquico dentro de los diez días siguientes a la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo 56. En el mismo acto deberá presentar la renuncia a su cargo o función, salvo que la inhabilidad derivare de la designación posterior de un directivo superior, caso en el cual el subalterno en funciones deberá ser destinado a una dependencia en que no exista entre ellos una relación jerárquica directa.



	El incumplimiento de esta norma será sancionado con la medida disciplinaria de destitución del infractor.". (4 x 0)



Artículo 67



			Sustituirlo por el siguiente:



"Artículo 67.- La no presentación oportuna de la declaración de intereses será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, aplicables a la autoridad o funcionario infractor. Transcurridos treinta días desde que la declaración fuere exigible, se presumirá incumplimiento del infractor y será aplicable lo dispuesto en los incisos siguientes.



	La multa será impuesta administrativamente, por resolución del jefe superior del servicio o quien haga sus veces, o por el superior jerárquico que corresponda si el infractor fuere el jefe del servicio. La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo y será impugnable en la forma y plazo prescritos por el artículo 70.



	No obstante lo señalado en el inciso anterior, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida. Si así lo hiciere, la multa se rebajará a la mitad. Si fuere contumaz en la omisión, será destituido.



	El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de intereses se regirá por lo dispuesto en los incisos segundo y tercero de este artículo.



	El jefe de personal o quien, en razón de sus funciones, debió haber advertido oportunamente la omisión de una declaración o de su renovación y no lo hizo, incurrirá en responsabilidad administrativa.". �(4 x 0)



Artículo 68



			Reemplazarlo por el siguiente:



"Artículo 68.- La inclusión de datos inexactos y la omisión inexcusable de la información requerida por la ley en la declaración de intereses se sancionarán administrativamente con la medida disciplinaria de destitución.". (4 x 0)







Artículo 69



			Pasa a ser artículo 64.



			- Sustituir su encabezamiento por el que se indica a continuación:



"Articulo 64.- Contravienen especialmente el principio de la probidad administrativa, las siguientes conductas ilícitas:". (3 x 0)



			- En el número 2, reemplazar la referencia que se hace a la letra b) del artículo 57, por otra al párrafo primero de la letra a) del artículo 56, y eliminar la palabra "la" que antecede al pronombre relativo "que". (3 x 0)



			- Sustituir el número 6 por el que se consigna a continuación:



"6. Aceptar, para sí o para alguna de las personas mencionadas en el párrafo primero de la letra a) del artículo 56, invitaciones, viajes, obsequios de valor superior a dos unidades tributarias mensuales, o tratamientos especiales no aceptados oficialmente por la institución a que se pertenece, ofrecidos en razón del cargo o función que se desempeñe, por parte de peticionarios, reclamantes, proveedores de bienes o servicios, o concesionarios de éstos.



	Los obsequios de valor superior al señalado en el párrafo precedente pasarán a propiedad del órgano u organismo a que pertenezca la autoridad o funcionario a quien se le hubieren hecho llegar y su destino será el que señale el reglamento;". (3 x 0)



			- En el número 7, reemplazar la referencia a la letra b) del artículo 57 por otra al párrafo primero de la letra a) del artículo 56; sustituir la frase "se ha tenido participación como abogado, testigo o perito, emitido públicamente opinión o informe, o tenido" por esta otra: "hubiere tenido intervención o", y  trocar las expresiones "Los funcionarios" por "Las autoridades y funcionarios" y "sin perjuicio de" por la palabra "debiendo". (3 x 0)



- - - - - - -



			Agregar a este artículo, al que corresponde el número 64, un número 8, nuevo, del siguiente tenor:



"8. Omitir o eludir la propuesta pública en los casos que la ley la disponga.". (3 x 0)



- - - - - - - 



Artículos 70 a 74



			Eliminarlos. (4 x 0)



- - - - - - - 



			Incorporar a continuación, como artículos 69 y 70, los siguientes, nuevos:



"Artículo 69.- Las declaraciones de inhabilidad y de intereses constituyen documentos públicos o auténticos.



	Artículo 70.- Las resoluciones que impongan las multas contempladas en el artículo 67, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones con jurisdicción en el lugar en que debió presentarse la declaración. La reclamación deberá ser fundada, estar acompañada de los documentos probatorios en que se base y ser presentada dentro de quinto día de notificada la resolución. La apelación será interpuesta ante la autoridad que dictó la resolución, la que dentro de los dos días hábiles siguientes deberá enviar a la Corte de Apelaciones todos los antecedentes del caso. La Corte de Apelaciones resolverá en cuenta, sin esperar la comparecencia del reclamante, dentro de los seis días hábiles siguientes de recibidos los antecedentes por la secretaría del tribunal. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno.". (4 x 0)



- - - - - - - 



ARTICULO 3º



			- Redactar su encabezamiento como se expresa a continuación:



	"ARTICULO 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido se fijó por decreto N° 662, de 1992, del Ministerio del Interior:". (4 x 0)



			- En el número 2, iniciar con mayúscula la palabra "título". (4 x 0)



			- Al final del número 3, agregar a continuación de la palabra "coma", entre paréntesis, el signo ",". (4 x 0)





ARTICULO 4º



			- Redactar su encabezamiento como se expresa a continuación:



	"ARTICULO 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:". (4 x 0)



			- En el número 2, iniciar con mayúscula la palabra "título". (4 x 0)



			- En el número 6, reemplazar la referencia que se hace al artículo 59 de la ley Nº 18.575, por otra al artículo 58 de la misma. (4 x 0)





ARTICULO 5º



			- Redactar su encabezamiento como se expresa a continuación:



	"ARTICULO 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales:". (4 x 0)



			- En el número 2, iniciar con mayúscula la palabra "título". (4 x 0)



			- En el número 6, reemplazar la referencia que se hace al artículo 59 de la ley Nº 18.575, por otra al artículo 58 de la misma. (4 x 0)





ARTICULO 6º



			Suprimirlo. (4 x 0)









- - - - - - -



			Agregar a continuación los siguientes artículos nuevos, a los que corresponden los ordinales 6º, 7º, 8º y 9º:



"ARTICULO 6°.- Agrégase, a continuación del artículo 5° de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, el siguiente artículo 5° bis:



"Artículo 5º bis.- La función parlamentaria se ejercerá con pleno respeto de los principios de probidad y trasparencia que sean aplicables a la Administración del Estado y con estricto apego a lo que los reglamentos de las Cámaras dispongan sobre la reserva o secreto de determinados instrumentos o actuaciones.



Para estos efectos, los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses económicos ante un notario de su domicilio o de la ciudad donde celebre sus sesiones el Congreso Nacional.



Se entiende por intereses económicos los que sean exigibles para la declaración a que se refiere el artículo 60 de la ley N°18.575.



El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada y, en su caso, en otra correspondiente al domicilio del declarante. Además, dentro de quinto día, se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la respectiva Cámara, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado, a su costa.



Los senadores deberán actualizar la declaración dentro de los treinta días siguientes al inicio de un período legislativo.



Cumplido el plazo a que se refieren los incisos segundo y quinto, el secretario de cada Cámara dará a la publicidad la individualización de los parlamentarios que no hubieren efectuado su declaración.



Para todos los efectos legales, las declaraciones a que se refiere este artículo son documentos públicos.".



	ARTÍCULO 7°.- Introdúcese en el Código Orgánico de Tribunales, a continuación del artículo 323, el siguiente artículo 323 bis:



"Artículo 323 bis.- Los miembros del escalafón primario del Poder Judicial, a que se refiere el artículo 267, deberán, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, efectuar una declaración jurada de intereses económicos ante un notario de la ciudad donde ejerzan su ministerio, o ante un receptor que ejerza sus funciones en la jurisdicción del tribunal a que pertenezca el declarante.



Se entiende por intereses económicos los que sean exigibles para la declaración a que se refiere el artículo 60 de la ley N°18.575. 



El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio del tribunal a que pertenezca el declarante, y se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la Corte Suprema y de la respectiva Corte de Apelaciones, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado.



La declaración deberá ser actualizada cuando el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.



La omisión de la declaración será sancionada por el superior jerárquico que corresponda, en la forma y con las sanciones que establece el Título XVI.".



ARTÍCULO 8°.- Sustitúyese el artículo 7° de la ley N°15.231 por el siguiente:



"Artículo 7°.- Los jueces de policía local prestarán ante el alcalde el juramento prevenido por el artículo 304 del Código Orgánico de Tribunales y les será aplicable lo dispuesto en el artículo 323 bis del mismo Código.".



ARTÍCULO 9°.- Agréganse al artículo 37 de la ley N°18.046, los siguientes incisos:



"Cuando el Estado o sus organismos fueren titulares de acciones en una sociedad anónima, en un porcentaje tal que les permita nombrar uno o más directores, les será aplicable a éstos lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N°18.575.



Igual norma se aplicará a los gerentes de sociedades anónimas cuando su nombramiento se hubiere efectuado por un directorio integrado mayoritariamente por directores que representen al Estado o sus organismos.



La omisión de la declaración a que se refieren los incisos anteriores será sancionada por la Superintendencia de Valores y Seguros en conformidad al Título III del Decreto Ley N° 3.538, de 1980.".". (4 x 0)

- - - - - - -



DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Primera



			Sustituir el guarismo "180" por las palabras "ciento ochenta". (4 x 0)



Segunda



			Eliminar las palabras "de patrimonio y", así como la coma (,) que figura a continuación del vocablo "intereses", y reemplazar la expresión "párrafo III del" por "párrafo 3º del Título III contenido en el". (4 x 0)



Tercera



			- En el inciso primero, sustituir la referencia al artículo 57 por otra al artículo 56; reemplazar la frase "sus declaraciones de patrimonio e intereses" y la palabra "presentarlas", por "su declaración de intereses" y "presentarla", respectivamente, e intercalar luego de la expresión "jefe de personal del servicio" las palabras "o quien haga sus veces", entre comas (,).  (4 x 0)



			- En el inciso segundo, suprimir la coma (,) que figura después del vocablo "situación". (4 x 0)



			- En el inciso tercero, sustituir las expresiones "Contraloría General" por "Contraloría General de la República" y "Presidencia de la República" por "Presidente de la República". (4 x 0)







Cuarta



			Reemplazar el inciso primero por el siguiente:



	"Cuarta.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nºs. 18.575, 18.695, 18.834 y 18.883. Sólo podrá introducirles cambios formales de redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, en la medida en que sean indispensables para la coordinación y sistematización de los textos refundidos.". (4 x 0)



- - - - - - -



			Si las modificaciones propuestas fueren aprobadas, el proyecto de ley queda como sigue:



PROYECTO DE LEY:





"ARTICULO 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado:



1. Intercálase, en el inciso segundo del artículo 1°, entre las frases "Fuerzas de Orden y Seguridad Pública" y "las Municipalidades", la expresión "los Gobiernos Regionales,", y reemplázase la oración "empresas públicas del Estado creadas por ley", por "empresas del Estado sometidas excepcionalmente al régimen público administrativo regulado por el artículo 19, numero 21º, de la Constitución Política de la República.".



2. Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:



"Artículo 3°. La Administración del Estado está al servicio de la persona humana; su finalidad es promover el bien común atendiendo las necesidades públicas en forma continua y permanente y fomentando el desarrollo del país a través del ejercicio de las atribuciones que le confiere la Constitución y la ley, y de la aprobación, ejecución y control de políticas, planes, programas y acciones de alcance nacional, regional y comunal.



	La Administración del Estado deberá observar los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación, impulsión de oficio del procedimiento, impugnabilidad de los actos administrativos, control, probidad, transparencia y publicidad administrativas, y garantizará la debida autonomía de los grupos intermedios de la sociedad para cumplir sus propios fines específicos, respetando el derecho de las personas para realizar cualquier actividad económica, en conformidad con la Constitución Política y las leyes.".



3. Sustitúyese, en el artículo 4°, la oración inicial "El Estado será responsable por los daños que causen los órganos de la Administración en el ejercicio de sus funciones", por "El Estado y los organismos del sector público con personalidad jurídica que lesionen derechos de particulares estarán afectos a responsabilidad patrimonial por los daños que causen".



4. Sustitúyese el inciso primero del artículo 5°, por el siguiente:



"Artículo 5°.- Las autoridades y funcionarios deberán velar por la eficiente e idónea administración de los medios públicos y por el debido cumplimiento de la función pública.".



	5. Sustitúyese el artículo 7°, por el siguiente:



"Artículo 7°. Los funcionarios de la Administración del Estado estarán afectos a un régimen jerarquizado y disciplinado. Deberán cumplir fiel y esmeradamente sus obligaciones para con el servicio y obedecer las órdenes que les imparta el superior jerárquico.". 



6. Intercálase, en el inciso primero del artículo 8°, después de la palabra "reclamo" y reemplazando el punto (.) por una coma (,), la frase "procurando la simplificación y rapidez de los trámites.".



7. Agrégase el siguiente artículo 8º bis:



"Artículo 8º bis.- Los contratos administrativos se celebrarán previa propuesta pública, en conformidad a la ley.



	El procedimiento concursal se regirá por los principios de libre concurrencia de los oferentes al llamado administrativo y de igualdad ante las bases que rigen el contrato.



	La licitación privada procederá, en su caso, previa resolución fundada que así lo disponga, salvo que por la naturaleza de la negociación corresponda acudir al trato directo.".



	8. Agrégase el siguiente artículo 11 bis:



"Artículo 11 bis.- El principio de la probidad administrativa se regirá por las normas del Título III de esta ley y demás disposiciones especiales que regulen la materia.



	La función pública se ejercerá con transparencia, de manera que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella, sin perjuicio de las materias que deban mantenerse en reserva o secreto en conformidad a la ley.



	Las actuaciones de la Administración son públicas, salvo las excepciones establecidas por la ley.".



9. Intercálase, en el inciso primero del artículo 13, a continuación de la expresión “el respectivo estatuto", la frase "y con los que establece el Título III de esta ley", y agrégase, en el inciso segundo, después de "Administración del Estado”, cambiando el punto aparte (.) por una coma (,), las palabras "previo concurso."."



10. Intercálase, en el inciso segundo del artículo 18, entre las expresiones "Fuerzas de Orden y Seguridad Pública" y "las Municipalidades", las palabras "los Gobiernos Regionales," y reemplázase la oración "empresas públicas del Estado creadas por ley" por "empresas del Estado sometidas excepcionalmente al régimen público administrativo regulado por el artículo 19, número 21º, de la Constitución Política de la República".



	11. Derógase el artículo 44.



12. Agrégase en el inciso primero del artículo 45, a continuación de la palabra "siguientes", la frase "y en el Título III de esta ley", sustituyendo el punto aparte (.) por un punto seguido (.).



13. Reemplázase, en el artículo 52, la frase "En los sistemas legales de remuneraciones se procurará aplicar el" por la siguiente: "Los regímenes legales de remuneraciones podrán establecer sistemas o modalidades que estimulen el ejercicio de determinadas funciones por parte de los empleados o premien la idoneidad de su desempeño, sin perjuicio de la aplicación de las escalas generales de sueldos y del".



14. Sustitúyese, en el Título Final, la numeración "54" de su primer artículo, por el guarismo "71".



	ARTICULO 2°.- Agrégase el siguiente Título III, nuevo, a la ley N° 18.575:



"TITULO III



DE LA PROBIDAD ADMINISTRATIVA



Párrafo 1°



Reglas generales



Artículo 54.- Las autoridades de la Administración del Estado, cualquiera que sea la denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la Administración Pública, sean de planta o a contrata, deberán dar estricto cumplimiento al principio de la probidad administrativa.



	El principio de la probidad administrativa consiste en observar una conducta funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.



	Su inobservancia acarreará las responsabilidades y sanciones que determinen la Constitución, las leyes y el párrafo 4º de este Título, en su caso.



Artículo 55.-  El interés general exige el empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y control, para concretar, dentro del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz. Se expresa en el recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas; en lo razonable e imparcial de sus decisiones; en la rectitud de ejecución de las normas, planes, programas y acciones; en la integridad ética y profesional de la administración de los recursos públicos que se gestionan; en la expedición en el cumplimiento de sus funciones legales, y en el acceso ciudadano a la información administrativa, en conformidad a la ley.



Párrafo 2°



De las inhabilidades e incompatibilidades administrativas



Artículo 56.- Sin perjuicio de las inhabilidades especiales que establezca la ley, no podrán ingresar a cargos en la Administración del Estado:



	a) Las personas que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, con el respectivo organismo de la Administración Pública. Tampoco podrán hacerlo quienes tengan litigios pendientes con la institución de que se trata, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.



	Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el organismo de la Administración a cuyo ingreso se postule.



	b) Las personas indicadas en el párrafo primero de la letra precedente, que tengan esa calidad respecto de los funcionarios directivos del organismo al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive.



	c) Las personas declaradas en quiebra fraudulenta por sentencia judicial ejecutoriada.



Artículo 57.- Para los efectos del artículo anterior, los postulantes a un cargo público deberán prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentran afectos a alguna de las causales de inhabilidad previstas en ese artículo.



Artículo 58.- La función pública no impedirá el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitidos por la ley, sin perjuicio de las limitaciones establecidas por ésta.



	Son incompatibles con el ejercicio de la función pública las actividades particulares que coincidan con la jornada ordinaria o extraordinaria de labores. Estas actividades deberán desarrollarse fuera de la jornada de trabajo, salvo que se hiciere uso de los permisos que reconoce la ley estatutaria. En todo caso, se desarrollarán siempre con recursos privados y en instalaciones no pertenecientes a la Administración.



	Asimismo, son incompatibles con el ejercicio de la función pública las actividades particulares de las autoridades o funcionarios que se refieran a materias específicas o casos concretos que deban ser analizados, informados o resueltos por ellos o por la división o departamento a que pertenezcan; y la representación de un tercero en acciones civiles deducidas en contra de un organismo de la Administración del Estado, salvo que actúen en favor de alguna de las personas señaladas en el párrafo primero de la letra a) del artículo 56 o que medie disposición especial de ley que regule dicha representación. 







Párrafo 3°

De la declaración de intereses



Artículo 59.- Las autoridades de la Administración del Estado y los funcionarios directivos, profesionales y técnicos que se desempeñen en ella hasta el grado remuneratorio de jefe de departamento o su equivalente, y las personas contratadas a honorarios a lo menos por ese nivel, que cumplan jornada de trabajo, deberán presentar al jefe de personal del respectivo organismo, o a quien haga sus veces, una declaración de intereses, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de asunción del cargo.



	Esta obligación no afectará al personal que esté obligado a prestar dicha declaración en virtud de las normas legales específicas que rijan su desempeño.



Artículo 60.- La declaración de intereses deberá contener la individualización de las actividades profesionales y económicas en que participe la autoridad o el funcionario, así como toda información relativa a los derechos que le correspondan en cualquier tipo de comunidad o sociedad.



Artículo 61.- La declaración será pública y deberá actualizarse cada cuatro años.



	Se presentará en tres ejemplares, que serán autentificados al momento de su recepción por el ministro de fe del órgano u organismo a que pertenezca el declarante o, en su defecto, ante notario. Uno de ellos se depositará en la secretaría del órgano u organismo que los reciba, otro será remitido a la Contraloría General de la República o a la Contraloría Regional, según corresponda, para su custodia, archivo y consulta, y otro se entregará al interesado como comprobante de haber cumplido con este deber.



	Artículo 62.- Un reglamento establecerá los requisitos de las declaraciones de intereses y contendrá las demás normas necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de este párrafo.



Párrafo 4°



De la responsabilidad y de las sanciones



Artículo 63.- Las reparticiones encargadas del control interno en los órganos u organismos de la Administración del Estado tendrán la obligación de velar por la observancia de las normas de este Título, sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República.



	La infracción a las conductas exigibles prescritas en este Título hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que determine la ley. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas estatutarias que rijan al órgano u organismo en que se produjo la ilicitud.



Articulo 64.- Contravienen especialmente el principio de la probidad administrativa, las siguientes conductas ilícitas:



1. Negar información administrativa que sea de acceso público en conformidad a la ley;



2. Usar en beneficio propio o de las personas indicadas en el párrafo primero de la letra a) del articulo 56 la información reservada o privilegiada a que se tuviere acceso en razón de la función pública que se desempeña;



3. Hacer valer indebidamente la posición funcionaria para influir sobre una persona con el objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para sí o para un tercero;



4. Emplear, bajo cualquier forma, dinero o bienes de la institución, en provecho propio o de terceros;



5. Ejecutar actividades, ocupar tiempo de la jornada de trabajo o utilizar personal o recursos del organismo para fines ajenos a los institucionales;



6. Aceptar, para sí o para alguna de las personas mencionadas en el párrafo primero de la letra a) del artículo 56, invitaciones, viajes, obsequios de valor superior a dos unidades tributarias mensuales, o tratamientos especiales no aceptados oficialmente por la institución a que se pertenece, ofrecidos en razón del cargo o función que se desempeñe, por parte de peticionarios, reclamantes, proveedores de bienes o servicios, o concesionarios de éstos.



	Los obsequios de valor superior al señalado en el párrafo precedente pasarán a propiedad del órgano u organismo a que pertenezca la autoridad o funcionario a quien se le hubieren hecho llegar y su destino será el que señale el reglamento;



7. Intervenir en decisiones que le interesen personalmente o a alguna de las personas indicadas en el párrafo primero de la letra a) del artículo 56, o que recaigan en asuntos en que hubiere tenido intervención o cualquier tipo de actuación que le reste imparcialidad. Las autoridades y funcionarios deberán abstenerse de participar en estos asuntos, debiendo poner en conocimiento de su superior jerárquico la implicancia que les afecta;



8. Omitir o eludir la propuesta pública en los casos que la ley la disponga.



Artículo 65.- La designación de una persona inhábil será nula. La invalidación no obligará a la restitución de las remuneraciones percibidas por el inhábil ni afectará la validez de los actos realizados entre su designación y la fecha en que quede firme la declaración de nulidad.



	Incurrirá en responsabilidad administrativa todo funcionario que hubiere intervenido en la tramitación de un nombramiento irregular y que por negligencia inexcusable omitiere advertir el vicio que lo invalidaba.



Artículo 66.- Las inhabilidades sobrevinientes deberán ser declaradas por el funcionario afectado a su superior jerárquico dentro de los diez días siguientes a la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo 56. En el mismo acto deberá presentar la renuncia a su cargo o función, salvo que la inhabilidad derivare de la designación posterior de un directivo superior, caso en el cual el subalterno en funciones deberá ser destinado a una dependencia en que no exista entre ellos una relación jerárquica directa.



El incumplimiento de esta norma será sancionado con la medida disciplinaria de destitución del infractor.



Artículo 67.- La no presentación oportuna de la declaración de intereses será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, aplicables a la autoridad o funcionario infractor. Transcurridos treinta días desde que la declaración fuere exigible, se presumirá incumplimiento del infractor y será aplicable lo dispuesto en los incisos siguientes.



	La multa será impuesta administrativamente, por resolución del jefe superior del servicio o quien haga sus veces, o por el superior jerárquico que corresponda si el infractor fuere el jefe del servicio. La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo y será impugnable en la forma y plazo prescritos por el artículo 70.



	No obstante lo señalado en el inciso anterior, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución de multa, para presentar la declaración omitida. Si así lo hiciere, la multa se rebajará a la mitad. Si fuere contumaz en la omisión, será destituido.



	El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de intereses se regirá por lo dispuesto en los incisos segundo y tercero de este artículo.



	El jefe de personal o quien, en razón de sus funciones, debió haber advertido oportunamente la omisión de una declaración o de su renovación y no lo hizo, incurrirá en responsabilidad administrativa.



Artículo 68.- La inclusión de datos inexactos y la omisión inexcusable de la información requerida por la ley en la declaración de intereses se sancionarán administrativamente con la medida disciplinaria de destitución.



Artículo 69.- Las declaraciones de inhabilidad y de intereses constituyen documentos públicos o auténticos.



Artículo 70.- Las resoluciones que impongan las multas contempladas en el artículo 67, serán reclamables ante la Corte de Apelaciones con jurisdicción en el lugar en que debió presentarse la declaración. La reclamación deberá ser fundada, estar acompañada de los documentos probatorios en que se base y ser presentada dentro de quinto día de notificada la resolución. La apelación será interpuesta ante la autoridad que dictó la resolución, la que dentro de los dos días hábiles siguientes deberá enviar a la Corte de Apelaciones todos los antecedentes del caso. La Corte de Apelaciones resolverá en cuenta, sin esperar la comparecencia del reclamante, dentro de los seis días hábiles siguientes de recibidos los antecedentes por la secretaría del tribunal. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno.".



	ARTICULO 3°. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido se fijó por decreto N° 662, de 1992, del Ministerio del Interior:



	1. Intercálase en el inciso primero del artículo 36, entre las palabras "carácter" y "técnico", la palabra "ético", segui�da de una coma (,).



2. Agrégase como nuevo inciso segundo del artículo 36, el siguiente, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectiva�mente: 



"Dicho personal deberá observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada por el Título III de la ley N° 18.575.".



	3. Intercálase en el artículo 42, entre las palabras "carácter" y "técnico", la palabra "ético", seguida de una coma (,).



	ARTICULO 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo:



	1. Intercálase en la letra f) del artículo 3°, entre las expresiones "principios" y "jerárquicos", la palabra "éticos", seguida de una coma (,).



	2. Reemplázanse las letra g) y h) del artículo 55, por las siguientes: 



	"g) Observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada por el Título III de la ley N° 18.575;



	h) Guardar secreto en los asuntos que revistan el carácter de reserva�dos con arreglo a la ley;".



	3. Deróganse las letras b), c), f) y g) del  artículo 78.



	4. Suprímese, en la letra h) del  artículo 78, la expresión: "o usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones".



	5. Suprímese en los incisos primero y segundo  del artículo 79, la palabra "direc�ta" que sucede a la expresión "relación jerárquica".



6. Sustitúyese el artículo 87, por el siguiente:



	"Artículo 87. La función pública no impedirá el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitido por la ley, a menos que ese ejercicio implique desarrollar activida�des incompatibles con su desempeño funciona�rio, conforme con lo establecido en el artículo 58 de la ley N° 18.575, sin perjuicio de las prohibiciones y limitaciones establecidas por la ley.".



	ARTICULO 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo de los Empleados Municipales:



	1. Intercálase, en la letra e) del artículo 5°, entre las expresiones "principios" y "jerárquicos" la palabra "éticos", seguida de una coma (,).



	2. Reemplázanse las letras g) y h) del artículo 58,  por las siguientes: 



	"g) Observar el principio de la probidad administrativa en la forma regulada por el Título III de la ley N° 18.575;�



	h) Guardar secreto en los asuntos que revistan el carácter de reserva�dos con arreglo a la ley;".



	3. Deróganse las letras b), c), f) y g) del artículo 82.



	4. Suprímese, en la letra h) del artículo 82, la expresión: "o usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones".



	5. Suprímese en los incisos primero y segundo del artículo 83, la palabra "direc�ta" que sucede a la expresión "relación jerárquica".



6. Sustitúyese el artículo 91,  por el siguiente:



	"Artículo 91.- La función pública no impedirá el ejercicio de cualquier profesión, oficio, industria o comercio permitido por la ley, a menos que ese ejercicio implique desarrollar activida�des incompatibles con su desempeño funciona�rio, conforme con lo establecido en el artículo 58 de la ley N° 18.575, sin perjuicio de las prohibiciones y limitaciones establecidas por la ley.".



ARTICULO 6°.- Agrégase, a continuación del artículo 5° de la ley N°18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, el siguiente artículo 5° bis:



"Artículo 5º bis.- La función parlamentaria se ejercerá con pleno respeto de los principios de probidad y trasparencia que sean aplicables a la Administración del Estado y con estricto apego a lo que los reglamentos de las Cámaras dispongan sobre la reserva o secreto de determinados instrumentos o actuaciones.



Para estos efectos, los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, una declaración jurada de intereses económicos ante un notario de su domicilio o de la ciudad donde celebre sus sesiones el Congreso Nacional.



Se entiende por intereses económicos los que sean exigibles para la declaración a que se refiere el artículo 60 de la ley N°18.575.



El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada y, en su caso, en otra correspondiente al domicilio del declarante. Además, dentro de quinto día, se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la respectiva Cámara, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado, a su costa.



Los senadores deberán actualizar la declaración dentro de los treinta días siguientes al inicio de un período legislativo.



Cumplido el plazo a que se refieren los incisos segundo y quinto, el secretario de cada Cámara dará a la publicidad la individualización de los parlamentarios que no hubieren efectuado su declaración.



Para todos los efectos legales, las declaraciones a que se refiere este artículo son documentos públicos.".



	ARTÍCULO 7°.- Introdúcese en el Código Orgánico de Tribunales, a continuación del artículo 323, el siguiente artículo 323 bis:



"Artículo 323 bis.- Los miembros del escalafón primario del Poder Judicial, a que se refiere el artículo 267, deberán, dentro del plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo, efectuar una declaración jurada de intereses económicos ante un notario de la ciudad donde ejerzan su ministerio, o ante un receptor que ejerza sus funciones en la jurisdicción del tribunal a que pertenezca el declarante.



Se entiende por intereses económicos los que sean exigibles para la declaración a que se refiere el artículo 60 de la ley N°18.575. 



El original de la declaración será protocolizado en la misma notaría donde fue prestada o en una notaría con jurisdicción en el territorio del tribunal a que pertenezca el declarante, y se remitirá copia de la protocolización a la secretaría de la Corte Suprema y de la respectiva Corte de Apelaciones, donde se mantendrá para su consulta pública. Cualquier persona podrá obtener copia del instrumento protocolizado.



La declaración deberá ser actualizada cuando el funcionario fuere nombrado en un nuevo cargo o dentro de los treinta días siguientes al cumplimiento del próximo cuatrienio, si no se hubiere efectuado un nuevo nombramiento.



La omisión de la declaración será sancionada por el superior jerárquico que corresponda, en la forma y con las sanciones que establece el Título XVI.".



ARTÍCULO 8°.- Sustitúyese el artículo 7° de la ley N°15.231 por el siguiente:



"Artículo 7°.- Los jueces de policía local prestarán ante el alcalde el juramento prevenido por el artículo 304 del Código Orgánico de Tribunales y les será aplicable lo dispuesto en el artículo 323 bis del mismo Código.".



ARTÍCULO 9°.- Agréganse al artículo 37 de la ley N°18.046, los siguientes incisos:



"Cuando el Estado o sus organismos fueren titulares de acciones en una sociedad anónima, en un porcentaje tal que les permita nombrar uno o más directores, les será aplicable a éstos lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N°18.575.



Igual norma se aplicará a los gerentes de sociedades anónimas cuando su nombramiento se hubiere efectuado por un directorio integrado mayoritariamente por directores que representen al Estado o sus organismos.



La omisión de la declaración a que se refieren los incisos anteriores será sancionada por la Superintendencia de Valores y Seguros en conformidad al Título III del Decreto Ley N° 3.538, de 1980.".







Disposiciones transitorias



	Primera.- El Presidente de la República dictará los reglamentos a que se refieren las normas contenidas en el artícu�lo 2° de esta ley en el plazo de ciento ochenta  días contados desde la publicación de la misma en el Diario Oficial.



	Segunda.- Las autoridades y fun�cionarios en actual servicio deberán presen�tar las declaraciones  juradas de intereses reguladas en el párrafo 3º del Título III contenido en el artículo 2° de esta ley, en el plazo de sesenta días contados desde la entrada en vigencia del reglamento previsto en dicho párrafo.





	Tercera.- Los funcionarios que a la fecha de ingreso a la Administración del Estado se hubieren encontrado en alguna de las situaciones descritas en el artículo 56, letra b), de la ley N° 18.575, deberán dejar constancia de este hecho en su declaración de intereses. Si no estuvie�ren obligados a presentarla, deberán efec�tuar una declaración simple, suscrita con ese preciso fin, la que deberán entregar al jefe de personal del servicio, o quien haga sus veces, en el plazo de sesenta días contados desde la vigencia de esta ley.



	Estos funcionarios no podrán desempeñarse en la unidad de trabajo en que ejerce su cargo el directivo con el cual están relacionados. La autoridad máxima del organismo en que se verifique esta situa�ción deberá destinar al empleado subalterno a una oficina de distinta dependencia, en el mismo plazo fijado en el inciso anterior.



	La Contraloría General de la República elaborará una nómina de los funcionarios a que se refiere esta disposición, de la cual remitirá copia al Presidente de la República y a la Cámara de Diputados.





	Cuarta.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nºs. 18.575, 18.695, 18.834 y 18.883. Sólo podrá introducirles cambios formales de redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, en la medida en que sean indispensables para la coordinación y sistematización de los textos refundidos.



	En el ejercicio de estas facultades, el Presidente de la República contará con todas las atribuciones necesarias para el cabal cumplimiento de los objetivos anteriormente indicados, pero ellas no podrán importar, en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes.".



- - - - - -







			Acordado en sesiones de fechas 1º, 8, 15 y 29 de abril, 6 de mayo, 17 de junio y 5 de agosto, todas del año en curso, con asistencia de los HH. Senadores señores Miguel Otero Lathrop (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Juan Hamilton Depassier, Hernán Larraín Fernández (Beltrán Urenda Zegers) y Anselmo Sule Candia.





			Sala de la Comisión, a 10 de septiembre de 1997.
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